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-Asistió, además, el Senador señor Roberto Muñoz.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

Se abrió la sesión a las 10.40 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

29ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 30ª se encuentra a disposición de

los señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

va a dar lectura a la Cuenta.

 

-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da

lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

PERMISO CONSTITUCIONAL.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito el acuerdo de

la Sala para conceder permiso constitucional al Diputado

señor Montes para ausentarse del país por un plazo superior

a treinta días, a contar del 3 de septiembre, y a los

Diputados señores Huenchumilla y Hernández, a partir del 8

de este mes.

Acordado.

 

ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA MINISTROS DE LA CORTE

SUPREMA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- A continuación,

corresponde designar por sorteo a los cinco miembros de la

Cámara que integrarán la Comisión encargada de conocer la

proposición de acusación constitucional entablada por once

señores Diputados en contra de los ministros de la

Excelentísima Corte Suprema, señores Eliodoro Ortiz

Sepúlveda, Enrique Zurita Camps, Guillermo Navas Bustamante

y Hernán Álvarez García.

El señor Secretario procederá a efectuar el sorteo.

 

El señor LOYOLA (Secretario).- Con la venia de la

Honorable Sala, me permito informar a los señores Diputados

que, de conformidad con las disposiciones constitucionales,

legales y reglamentarias, se excluyen del sorteo a los

señores Diputados que se indican, por las razones que en

cada caso se señalan:

Por ser patrocinantes del libelo acusatorio: señora

Isabel Allende Bussi, Nº 6; don

Gabriel Ascencio Mansilla, Nº 8; don

Guillermo Ceroni Fuentes, Nº 19; don Camilo Escalona

Medina, Nº 31; don Guido Giraldi Lavín, Nº 42; don Víctor

Jeame Barrueto,

Nº 50; don Jaime Naranjo Ortiz, Nº 74; señora Fanny

Pollarolo Villa, Nº 86; don Jorge Schaulsohn Brodsky, Nº

97; don Isidoro Tohá González, Nº 104, y don Erick Villegas

González, Nº 116.

Por ser miembros de la Mesa Directiva de la

Corporación: don Jaime Estévez Valencia, Nº 33; don

Francisco Huenchumilla Jaramillo, Nº 47, y don Andrés

Chadwick Piñera,

Nº 24.

Por encontrarse con permiso constitucional, don Carlos

Montes Cisterna, Nº 69.

 

-Efectuado el sorteo en la forma prescrita por el

Reglamento, resultaron designados para integrar la Comisión

de acusación los Diputados señores Arturo Longton Guerrero,

Nº 60; Jorge Soria Macchiavello, Nº 101; Raúl Urrutia

Ávila, Nº 107; Teodoro Ribera Neumann, Nº 91, y Juan

Masferrer Pellizzari, Nº 66.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En consecuencia,

integrarán la Comisión los Diputados señores Longton, don

Arturo; Soria, don Jorge; Urrutia, don Raúl; Ribera, don

Teodoro, y Masferrer, don Juan.

 

 

V. HOMENAJE

 

HOMENAJE EN MEMORIA DEL EX DIPUTADO DON RAÚL BARRIONUEVO.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- A continuación,

corresponde rendir homenaje al ex Diputado señor Raúl

Barrionuevo, recientemente fallecido.

Tiene el Diputado el Diputado señor Erick Villegas.

 

El señor VILLEGAS (de pie).- Señor Presidente, en

representación de la bancada de Diputados de la Democracia

Cristiana, me corresponde el alto honor de rendir un

solemne homenaje al amigo, camarada, ex Diputado y ex

intendente de la Región de Atacama, don Raúl Armando

Barrionuevo, fallecido el pasado 24 de mayo del año en

curso.

Se encuentran en las tribunas su hijo Claudio

Barrionuevo Noemí y sus nietos Olga, Claudio, Pamela y

Carla Barrionuevo Price.

Don Raúl, como lo llamábamos cariñosamente, nos ha

dejado; pero su legado de enseñanzas perdurará por siempre

en el corazón de quienes lo conocimos, respetamos y

admiramos por sus enormes cualidades como persona y como un

servidor público ejemplar.

Fue un atacameño de corazón, forjado con oro, plata y

cobre; un hombre cuyo amor por la tierra copiapina lo llevó

a ser el más digno y representativo de los hombres de

Atacama.

Fue una persona sencilla que, con estilo franco y

cordial, cultivó amistades en todos los sectores. Un hombre

querido por su pueblo, al cual sirvió con verdadera

devoción, por lo cual obtuvo el cariño y el aprecio de los

más pobres y desvalidos. Jamás renegó de su origen humilde;

muy por el contrario, se sentía orgulloso de relatar

episodios de su vida. Le correspondió desarrollar las más

variadas actividades para abrirse paso: fue mariscador,

comerciante, agricultor y tripulante de embarcaciones

menores en el puerto de Caldera. Su vida es un claro

ejemplo de superación personal; su tesón y gran espíritu de

trabajo pronto lo convirtieron en un próspero empresario.

Pero el éxito económico no le hizo olvidar su pasado.

Ello fue un factor importante en lo que más tarde sería su

vida. En una oportunidad señaló: "Dije a mis trabajadores

en una ocasión cuando adquirí mi primer fundo El Piedra

Colgada: jamás aceptaré que ustedes vengan a hablar conmigo

en forma humillante, porque ustedes son los que trabajan la

tierra honradamente. Por lo tanto, son ustedes los que me

ayudan a formar riqueza. En consecuencia, les agradezco su

esfuerzo y soy un amigo de ustedes. Nos pondremos de

acuerdo para trabajar intensamente este fundo que se

encuentra abandonado".

En 1936, don Raúl Barrionuevo contrajo matrimonio con

la distinguida dama copiapina, de origen libanés, doña Olga

Noemí Huerta, quien se transformó en su inseparable

compañera y colaboradora que siempre lo apoyó en su

actividad política. Fue un pilar importante para tomar la

decisión de postularse al Parlamento. Ambos se entregaron a

la noble tarea de servir a la comunidad y fueron conocidas

sus numerosas obras en apoyo a los más desvalidos, enfermos

e indigentes y, muy especialmente, a los niños, que

ocuparon un sitial importante en sus vidas. En cada Navidad

organizaban entrega de juguetes a los niños más necesitados

y las puertas de su hogar se abrían para acogerlos y

festejarlos.

Su vinculación con la familia de su señora lo llevó a

trabajar muy unido con el ex Senador señor Alejandro Noemí

Huerta en numerosos proyectos y obras de desarrollo para

Atacama. Un claro ejemplo de este trabajo lo constituyen

los esfuerzos desplegados, junto a otros parlamentarios,

para obtener en 1972 la creación de la actual comuna de

Diego de Almagro. La comunidad entera está eternamente

agradecida por la enorme labor desempeñada por don Raúl

Barrionuevo.

Doña Olga Noemí falleció en 1975. En una oportunidad,

don Raúl confesó en recuerdo de ella: "Tuve un gran amor

que fue mi mujer. Ella no sólo me dio cariño, sino que

también me ayudó intelectualmente. Me enseñó a hablar todo

lo necesario."

La vida y obra de don Raúl Barrionuevo se encuentra

estrechamente ligada a la tierra atacameña, a la cual, en

un período importante en su historia, por más de medio

siglo, su nombre estuvo vinculado en las arduas luchas por

el desarrollo y progreso de la ciudad que amó

entrañablemente y sirvió con compromiso y nobleza.

En el campo político, es justo señalar que don Raúl

Barrionuevo ingresó a la Democracia Cristiana cuando había

transcurrido parte de su vida. Pertenecía al Partido

Liberal, que ya desaparecía de la vida pública. Había sido

elegido Diputado por la tercera agrupación departamental de

Copiapó, Chañaral, Huasco y Freirina en el período

comprendido entre 1957 y 1961.

Tenía a su favor un gran prestigio por su trayectoria

y obras realizadas. En 1964, apoyó entusiastamente la

candidatura presidencial de don Eduardo Frei Montalva e

ingresó a la Democracia Cristiana. Por ese Partido, fue

elegido Diputado por la misma agrupación departamental

durante 1965, 1969 y 1973.

Fue un brillante parlamentario. Muchos de los aquí

presentes recuerdan su incansable trabajo en las sesiones

de Comisiones y de Sala, donde le cupo enorme participación

en numerosos proyectos.

Durante su desempeño en la Cámara de Diputados,

integró las Comisiones de Minería e Industria, Relaciones

Exteriores, Economía y Comercio, Especial de la Vivienda,

Vías y Obras Públicas, Educación, entre otras. Fue un

parlamentario muy preocupado por los problemas de Atacama y

del país. Son numerosas sus intervenciones refiriéndose a

la situación de la minería, agricultura y pesca de Atacama.

Además, formuló numerosas propuestas concretas que se

transformaron en leyes de la República, entre las cuales se

destacan la

Nº 17.400, relativa a la minería del hierro; la Nº 17.361,

sobre franquicias de internación, y la Nº 17.624, respecto

de explotación de relaves del río Salado, que benefició a

un importante número de trabajadores en Chañaral.

Don Raúl Barrionuevo definió la provincia de Atacama,

sus ciudades y sus principales actividades de la siguiente

forma: "Con justicia se ha dicho que Copiapó es la capital

de la pequeña minería en Chile, porque en ninguna parte de

nuestro país existe un número mayor de estos abnegados

productores que se llaman pequeños mineros. Son centenares

las faenas que ellos mantienen en actividad, diseminadas a

lo largo y ancho de la provincia, ubicadas a veces en los

faldeos cordilleranos, en la llanura del desierto y junto a

los roqueríos." Agregaba: "Esta provincia tan rica quiere

salir del olvido y tener las escuelas, las viviendas, los

servicios públicos, las industrias, el comercio y el

bienestar a que tiene derecho por su pasado y por su actual

contribución a la economía nacional."

Sus palabras respecto de la minería cobran especial

importancia en estos momentos. Señalaba don Raúl

Barrionuevo, y esto es parte del legado que nos dejó a

todos los parlamentarios: "Nuestra principal producción en

Chile es la minería. La minería necesita mayores estímulos,

ya que ésta se encuentra trabajando aún con herramientas y

sistemas inadecuados. La mecanización de la pequeña minería

es de absoluta necesidad, ya que traería como consecuencia

inmediata la reducción de los costos de producción y

vendría a aliviar el titánico esfuerzo físico que deben

desarrollar nuestros abnegados mineros." ¡Cuán sabias y

justas han sido las palabras de nuestro amigo Raúl

Barrionuevo!

Durante el régimen militar, mantuvo una activa

participación por el restablecimiento de la democracia.

Durante esos años, siempre apoyó a los perseguidos y a sus

familias. Fue un claro ejemplo de consecuencia democrática.

Lo recuerdo especialmente participando, juntos, en la

creación de la Fundación Frei de la ciudad de Atacama, en

1984.

Restablecido el sistema democrático, el ex Presidente

de la República, don Patricio Aylwin Azócar, a sabiendas de

que el nombre de don Raúl Barrionuevo era factor de unidad

de la Concertación de Partidos por la Democracia y

concitaba el respaldo de todos los sectores, lo designó

intendente de la Región de Atacama. Su vocación de servicio

público y su amor por su tierra lo hicieron aceptar este

nuevo desafío aun cuando su salud estaba severamente

quebrantada. Desempeñó el cargo con esmero. Durante su

gestión se entregaron más de 3 mil viviendas en Atacama,

récord histórico para nuestra región; logró la erradicación

definitiva de la población Escorial, de Copiapó, y fue un

activo impulsor de la construcción del embalse Santa Juana,

en Vallenar, y del hospital de Chañaral. Bajo su

administración se invirtieron 2 mil millones de pesos en la

construcción de la doble vía Copiapó-Paipote y de la

carretera 5 Norte. Brindó un incansable apoyo a la pequeña

minería, al pirquinero y a su familia, y propició

constantes inversiones en el sector educacional, a través

de la construcción, ampliación e implementación de liceos y

escuelas básicas, con recursos del gobierno regional.

Señor Presidente, quiero detenerme aquí un instante.

Como copiapino, tuve oportunidad de conocer la figura de

don Raúl Barrionuevo desde que era pequeño, porque estudié

en la ciudad de Copiapó. Su figura, carisma y presencia de

hombre humanista y cristiano me impulsaron, a los quince

años, a tomar la decisión de ingresar al Partido Demócrata

Cristiano, porque don Raúl, hombre extraordinariamente

esforzado y con gran vitalidad para solucionar los

problemas de Atacama, era un militante ejemplar en él.

Finalmente, quiero recordar sus expresiones vertidas

hace cuatro años, cuando se le consultó qué le gustaría que

se dijera de él cuando ya no estuviera en este mundo, a lo

que respondió: "No pretendo que digan nada, porque todo lo

que he hecho lo he realizado por el afán de servir a mi

tierra, lo que me conforma grandemente y eso es para mí una

retribución."

Los funerales de don Raúl Barrionuevo contaron con una

numerosa comitiva integrada por el Senador Andrés Zaldívar

y varias otras personalidades que fueron a despedir sus

restos mortales; Copiapó entero se volcó para despedir a

este hombre público y entregarle su cariño, reconocimiento,

estimación y amor.

Copiapó ha perdido a uno de los más dilectos y

preclaros hijos de esta tierra. Por eso, en esta ocasión en

que rindo un sincero homenaje en memoria de nuestro querido

amigo don Raúl Barrionuevo, quiero, en representación de la

Democracia Cristiana, señalar que su legado de enseñanza

perdurará en el corazón de todos quienes lo conocimos y lo

apreciamos en su real dimensión.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Arancibia.

 

El señor ARANCIBIA (de pie).- Señor Presidente,

Honorable Cámara:

En nombre de los Diputados del Partido Socialista, me

ha correspondido la distinción de rendir un muy sentido

homenaje en memoria de don Raúl Barrionuevo Barrionuevo,

cuando nuestra Corporación rinde un testimonio muy legítimo

y merecido de admiración a quien fuera una figura destacada

por su larga y fecunda trayectoria política, no sólo de

trascendencia para la Región de Atacama, sino de todo el

país.

Nacido en Copiapó el 15 de enero de 1913, su espíritu

emprendedor, su voluntad de trabajo y su disciplina

permanente lo llevaron a dedicarse a las diversas

actividades que han sido reseñadas: la pesca, la minería y

la agricultura, su principal rubro, donde incursionó tanto

en la producción como en el comercio. Fue socio de la

Sociedad Agrícola del Norte y de la Sociedad Nacional de

Agricultura.

Elegido Diputado por la Tercera Agrupación, en 1957,

fue repetidamente reelegido hasta la disolución del

Congreso Nacional, en septiembre de 1973. Como

representante del Partido Liberal, presidió por largos años

su Asamblea en Copiapó. Más tarde, cuando entendió que en

la Democracia Cristiana encontraba el vehículo para

expresar su voluntad de trabajo y servicio público, no dudó

en sumarse a sus filas y ser un factor fundamental para el

crecimiento de este partido en la región.

Durante su permanencia en esta Corporación dedicó sus

mayores esfuerzos al progreso de Atacama, para lo cual

presentó, y obtuvo que se transformaran en leyes, diversas

iniciativas. Entre las más importantes

-algunas han sido reseñadas-, destacan la que suspendió el

cobro del impuesto territorial en la provincia de Atacama,

afectada por una sequía, iniciativa conocida como "Ley

Barrionuevo"; la que incluyó los departamentos de Copiapó,

Huasco y Freirina entre los beneficiados por la ley Nº

12.858; la ley

Nº 17.400, que establece normas sobre indemnizaciones a los

trabajadores despedidos de la minería del hierro, y muchas

otras destinadas a otorgar beneficios a la actividad minera

extractiva de la zona y al pequeño minero, y en favor de la

protección social de los trabajadores.

Integró numerosas comisiones de la Cámara, como

Agricultura, Minería, Relaciones Exteriores, Economía y

Obras Públicas, en las que promovió iniciativas destinadas

a favorecer a su región y al país.

Su paso por la Cámara de Diputados se advierte en cada

rincón de Atacama, que supo de su preocupación constante

por el mejoramiento de escuelas, hospitales, barrios y

recintos deportivos.

Tuve el honor de trabajar muy estrechamente con él

cuando asumió la intendencia de la región en 1990, en el

difícil período de la reconstrucción democrática.

Don Raúl fue el hombre, no cabe duda, mejor elegido

para encabezar a nivel regional tan importante etapa de la

historia de nuestro país.

En esta etapa impulsó distintas iniciativas, con

decisión y tenacidad. Entre otras, hay que reconocer su

importante participación en la materialización de una obra

largamente anhelada en Atacama: la construcción del embalse

de Santa Juana, en la provincia del Huasco, que constituye

una sólida base para abrir nuevas perspectivas de

desarrollo en esa zona de la Tercera Región.

Conocimos de los esfuerzos de don Raúl, a pesar de su

quebrantada salud, por permanecer cumpliendo activamente

las altas responsabilidades que asumió. No vaciló en ello,

y supo enfrentar dolores y dificultades para cumplir con

las tareas que le encomendara el Presidente Aylwin.

Pero, lo más importante, más allá de sus obras, fue su

permanente presencia en cada rincón de Atacama para hablar

con el hombre y la mujer humildes, para conocer sus

problemas, plantear soluciones e impulsar iniciativas en

favor de la gente de esa región, que es tan esforzada y que

enfrenta tantos desafíos en su vida cotidiana. Ello revela

su inmensa calidad humana y su activa labor parlamentaria y

gubernamental, que le valió el aprecio de todos los

sectores de la ciudadanía, y que, además de su presencia

reiterada en este Congreso Nacional, le significó, más allá

de todo, un recuerdo que no se borrará entre los habitantes

de la región.

En algunas oportunidades, tuvo discrepancias con el

Partido Socialista a lo largo de la azarosa vida política

de nuestro país, sobre todo en los años finales de la

década de los 60 y comienzos de la de los 70. Sin embargo,

como socialistas, debemos reconocer que Barrionuevo fue una

figura que supo enfrentar con lealtad, con apertura y con

honestidad, las diferencias de opinión que, en su momento,

tuvimos.

Por lo tanto, debemos reconocer a un destacado hombre

público, a un ser humano integral, cuya obra merece nuestro

respeto y reconocimiento.

Expresamos a sus familiares y a sus deudos, nuestros

sentimientos de pesar, de solidaridad y de respeto frente a

tan irrecuperable pérdida. Estamos ciertos de que, hasta

donde es posible, podrán encontrar el consuelo en el

reconocimiento ciudadano, en la inmensa obra desplegada y

en el gran afecto que dejó en la mayoría de las mujeres y

hombres de nuestra región.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Carlos Vilches.

 

El señor VILCHES (de pie).- Señor Presidente,

Honorable Cámara de Diputados, tengo el honor de rendir un

sentido homenaje en memoria de don Raúl Barrionuevo

Barrionuevo, quien encarnó los afanes de un político y de

un gran servidor público, cuya vida estuvo marcada por la

coherencia y la perseverancia. Fue electo Diputado de la

República cuando militaba en el Partido Liberal, en el año

1957. Posteriormente fue reelecto en los períodos 1961,

1965, 1969 y 1973.

Durante el tiempo en que fue parlamentario realizó

muchas obras que permitieron importantes cambios en la

calidad de vida de los atacameños, entre ellas, el agua

potable para los puertos de Caldera y Chañaral, y el paso

de la Carretera Panamericana por la ciudad de Copiapó.

Además, se le reconoce el mérito de haber sido el impulsor

de la construcción del actual Liceo Comercial de Copiapó.

Especial atención tuvo hacia el sector de la pequeña

minería. Merece ser mencionado el hecho de haber ocupado el

cargo de presidente de la Comisión de Minería de la

Honorable Cámara de Diputados y haber logrado una ley

especial para los planteros del Río Salado, en la comuna de

Diego de Almagro.

Entre los años 1990 y 1992 ocupó el cargo de

Intendente de la Tercera Región de Atacama.

Raúl Barrionuevo nació en Copiapó el 15 de enero de

1913. Era muy niño cuando se trasladó con su señora madre

al puerto de Caldera, donde trabajó desempeñando los

oficios más diversos para lograr el sustento diario. Más

tarde, se dedicó a la actividad comercial, intercambiando

productos del mar con agricultores y mineros de Copiapó.

Contrajo matrimonio con la señorita Olga Noemí Huerta.

Hoy quiero detenerme y recordarlo no sólo para evocar

su figura, sino para descubrir en las huellas que dejaron

sus pasos, el camino y la lección que logran señalar sólo

los hombres de excepción. Este servidor público, de

apariencia sencilla, nos dejó una lección de fe consecuente

y de fraternidad. Como hombre de esfuerzo y mucho trabajo,

como político, siempre se destacó por su buen sentido y

ponderación; en otras palabras, siempre dignificó la

condición de político.

Sus virtudes y características personales de prudencia

y diálogo contribuyeron eficazmente, y de manera innegable

en quienes tuvimos la oportunidad de conocerlo, a

respetarle y a valorar su quehacer. Fue un hombre que

también supo reconocer la grandeza de los adversarios,

dando muestras de ello con su actitud frente a los

contratiempos que la vida le presentó.

Su amor por la tierra atacameña, que lo vio nacer, no

conocía el límite. Trabajó infatigablemente por los más

necesitados a lo largo de su carrera como político y

servidor público. Hoy lo recuerdan con mucho cariño las

familias de Copiapó, las cuales escucharon con esperanza su

voz durante décadas, mientras demostró gran preocupación y

desvelos por Atacama y su gente. Entregó apoyo, amistad,

comprensión y solidaridad a quienes acudieron a él.

Contento y satisfecho por una vida de trabajo, ha

cruzado los umbrales de la historia de nuestra región. En

ella su nombre imprime un perdurable recuerdo. Jamás podrá

ser ignorado por quien se precie de conocer la historia y

los hombres que la han forjado.

Fue un hombre con el cual discrepé en varios aspectos,

porque no compartí su ideario político; pero, desde aquí,

deseo exteriorizar públicamente mi reconocimiento al

político consecuente con sus ideas, al hombre talentoso y

sensible, cuya vida al servicio de los demás constituye un

gran ejemplo, tras la búsqueda del crecimiento, del

progreso y del desarrollo de su querida tierra de Atacama.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Bartolucci.

 

El señor BARTOLUCCI (de pie).- Señor Presidente,

honorables colegas, en nombre de mi bancada, la Unión

Demócrata Independiente, me adhiero al homenaje que nuestra

Corporación rinde hoy al ex Diputado don Raúl Barrionuevo,

recientemente fallecido.

Don Raúl Barrionuevo fue un exponente y representante

señero del norte minero de nuestro país. Fue un impulsor

del progreso y desarrollo de la tierra atacameña y de cada

uno de sus pequeños poblados, quien, con brillante lucidez,

destacó la importancia que tiene para Chile la explotación

de las riquezas de su tierra.

Militó en el Partido Demócrata Cristiano. Llegó al

parlamento -como se ha señalado- en 1957, y reelegido

sucesivamente en varios períodos. Pero su vocación política

lo llevó siempre a privilegiar a su querida tierra natal,

por sobre toda consideración partidista.

Deseo recordar brevemente parte de una intervención

del ex Diputado don Raúl

Barrionuevo, con motivo del análisis que la Corporación

realizó acerca de la situación de la pequeña y mediana

minería nacional, en 1967. Traigo a colación estas frases,

porque reflejan la forma y el estilo con que nuestro

apreciado y recordado Diputado don Raúl Barrionuevo ejerció

su sillón parlamentario. En aquella oportunidad decía: "En

la provincia de Atacama los problemas sociales han tocado

techo, como vulgarmente se dice. Se han bonificado a otras

industrias, como la del carbón y la de harina de pescado y

últimamente, se ha solucionado el grave problema de la

madera." Y preguntaba don Raúl: "¿Por qué no se aborda el

problema de la pequeña y mediana minería? ¿Se pretende

acaso mantener a la provincia de Atacama en la postración

social y económica en que siempre se le ha tenido?" Estas

palabras demuestran el compromiso y cariño que don Raúl

tenía por su tierra, cómo se preocupaba en forma real y

efectiva por los problemas que en ella acontecían y cómo,

más allá de cualquier compromiso político, su norte era, en

primer lugar, el progreso y desarrollo de Atacama.

En sus intervenciones encontré otras frases. Sobre la

misma materia y en aquella oportunidad señalaba: "Tengo fe

en el Gobierno. Soy diputado de Gobierno, como lo decía a

mi honorable colega, que es parlamentario de Antofagasta,

pero también tengo la obligación moral de ponerme al frente

de mi provincia porque ella, repito, está zozobrando y en

un quebranto que no podrá soportar."

Son frases dichas hace ya casi tres décadas; sin

embargo, me ha parecido necesario rescatarlas, porque

demuestran cómo debe ejercerse la función parlamentaria y,

sin duda, don Raúl era un maestro en esa materia.

Pero no sólo su independencia de juicio y libertad de

análisis eran parte de sus virtudes; poseía asimismo

aquella hidalguía propia de los caballeros. En otra ocasión

en la Cámara, refiriéndose también a problemas de su zona,

don Raúl señalaba en forma brillante: "Señor Presidente,

preciso es reconocer que desde hace varios meses en

Vallenar se está construyendo un nuevo hospital; ya la obra

gruesa y el alcantarillado se encuentran bien adelantados.

Esta saludable y noble decisión se debe a un grupo formado

por personas representativas, llamado Comité Alessandrista.

En consecuencia, rindo mi más cálido homenaje al

Excelentísimo señor Presidente de la República, don Jorge

Alessandri Rodríguez y a la Sociedad Constructora de

Establecimientos Hospitalarios." Otra frase de don Raúl que

debe hacernos a todos pensar y reflexionar sobre cómo debe

cumplirse la función parlamentaria. Libertad de juicio,

hidalguía, caballerosidad y amor por la tierra, fueron

características propias de su quehacer parlamentario.

No pertenezco a la Región de Atacama; sin embargo, por

circunstancias propias de la política, mi partido me ha

encargado, hace ya varios meses, recorrer esa zona para

tomar contacto con mis colegas de partido. Y desde la

perspectiva que da la distancia, y el no pertenecer a esa

región, quiero dar un testimonio señalando que en el andar

por esas tierras del desierto he podido comprobar el

cariño, el respeto y el recuerdo que se tiene por don Raúl

Barrionuevo. Tal vez quienes han intervenido en la Sala son

parte de la Tercera Región y la conocen muy bien; pero para

quienes no pertenecen a ella, quiero dar mi testimonio

personal, de quien, andando por el desierto, ha podido

encontrar en todas las comunas personas que le hablan de

don Raúl Barrionuevo, más allá del Partido Demócrata

Cristiano, como un hombre de bien que se jugó por su

tierra, testimonio que, en un homenaje, bien vale la pena

que lo diga alguien que es de afuera y que no tiene mayor

compromiso con la zona.

Ha fallecido un noble hijo de Atacama, pero su familia

y sus amigos tendrán como consuelo el legado de ese hombre

que hizo del servicio público la razón de su vida.

Para su familia, para su partido, para Atacama, mis

condolencias.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe) (de pie).- Señor

Presidente, en nombre de las bancadas del Partido Por la

Democracia y del Partido Radical Social Demócrata rendiré

homenaje en memoria del ex Diputado don Raúl Barrionuevo.

Señor Presidente, Honorable Sala, el pasado mes de

mayo nos dejó para siempre el ex hombre público, don Raúl

Barrionuevo.

En las soleadas tierras atacameñas se abatió la sombra

de la tristeza al despedir a uno de sus más distinguidos

hijos, quien representó a sus habitantes por varios

períodos en nuestra Corporación y que, además, ocupó los

más altos cargos de autoridad en su región.

Don Raúl nació en Copiapó el 15 de enero de 1913.

Realizó sus estudios en la zona con profesores

particulares, y muy tempranamente se dedicó a la vida

pública al participar, primero, en el Partido Liberal y,

posteriormente, en la formación del Partido Demócrata

Cristiano, en el cual militó fielmente hasta el final de

sus días, entregando lo mejor de su energía y creatividad.

De su larga carrera política hay mucho que decir. Fue

representante ante el Parlamento, por cuatro períodos, por

el distrito de Copiapó, Chañaral, Huasco y Freirina, desde

1957 hasta 1973, tiempo durante el cual se destacó en las

Comisiones de Minería, de Economía y de Educación. Se le

recuerda como un hombre amable y conciliador.

Participó, además, en múltiples instituciones

gremiales y de bien público, como la Sociedad Agrícola del

Norte y el Club de Leones, por mencionar algunas.

Durante la época del gobierno autoritario, don Raúl

realizó múltiples actividades y participó en diversas

instancias creadas para obtener la recuperación de la

soberanía ciudadana. Por tal razón, al asumir el gobierno

democrático, fue nominado Intendente de Atacama por el ex

Presidente Patricio Aylwin, cargo que mantuvo hasta el

final de esa importante etapa para la vida nacional y que

desempeñó con excelentes logros y resultados para la

Tercera Región.

Pero este hombre no sólo se destacó por sus

actividades políticas; fue un personaje extraordinariamente

querido en la zona. Era característico verlo caminar por la

plaza de Copiapó como cualquier habitante del norte, con su

delgada figura y amable sonrisa. Siempre estaba dispuesto

al saludo y al diálogo cordial, aspectos de su personalidad

que lo acompañaron toda su vida y por los cuales el cariño

de su gente fue notorio al momento de su deceso.

En esta ocasión, como miembros de la Cámara de

Diputados, nos hacemos parte del dolor que aflige a su

familia y damos la despedida a este ciudadano ilustre,

quien por siempre tendrá un lugar importante en el corazón

de los atacameños y, por cierto, un sitial de privilegio en

el recuerdo de este Parlamento.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Concluye así el

homenaje que rinde la Cámara de Diputados en memoria del ex

Diputado señor Raúl Barrionuevo, recientemente fallecido.

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

 

CONVENCIÓN SOBRE SEGURIDAD DEL PERSONAL DE NACIONES UNIDAS

Y PERSONAL ASOCIADO. Primer trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar el

proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional,

aprobatorio de la "Convención sobre la seguridad del

personal de las Naciones Unidas y el personal asociado."

Diputado informante de la Comisión de Relaciones

Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración

Latinoamericana es el señor Renán Fuentealba.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1857-10, sesión 1ª,

en 22 de mayo de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores,

sesión 29ª, en 27 de agosto de 1996. Documentos de la

Cuenta Nº 12.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Fuentealba.

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, la Comisión de

Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e

Integración Latinoamericana pasa a informar acerca del

proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional

denominado "Convención sobre la seguridad del personal de

las Naciones Unidas y el personal asociado", sometido a la

consideración de la Honorable Corporación, en primer

trámite constitucional y sin urgencia.

Al tenor del mensaje de Su Excelencia el Presidente de

la República, la Convención en discusión responde, en lo

esencial, a la preocupación de la Organización de las

Naciones Unidas por el creciente número de atentados y

malos tratos que sufre su personal y el asociado a éste; al

reconocimiento de que las actividades de los mismos son una

indispensable contribución para el establecimiento y

mantenimiento de la paz y las operaciones humanitarias, y

al hecho de que los acuerdos existentes son insuficientes

para velar por la seguridad del ya mencionado personal.

Quiero hacer presente a la Honorable Corporación que

esta Convención reviste hoy mayor importancia aún, en

momentos en que Chile tiene desplegada una fuerza de paz

-bajo el patrocinio y auspicio de las Naciones Unidas- en

Irak, país que recientemente ha sido motivo de una agresión

unilateral por parte de una potencia extranjera.

En consecuencia, se busca facilitar las operaciones de

la Organización, intentando que éstas se ejecuten con el

consentimiento y la cooperación del Estado receptor,

asegurándose que se adopten las medidas necesarias para

prevenir los atentados contra su personal y para castigar a

los autores de éstos.

Como es sabido, nuestro país es uno de los Estados

fundadores de la Organización de las Naciones Unidas;

participa activamente en todos sus órganos y agencias

especializadas; integra y preside actualmente su Consejo de

Seguridad, y participa en misiones de paz, como en Irak, a

que me he referido.

En conformidad con las disposiciones pertinentes,

serán protegidas las personas que participen en una

operación de las Naciones Unidas destinada a mantener o

restablecer la paz y la seguridad internacionales, o cuando

el Consejo de Seguridad o la Asamblea General haya

declarado, para los efectos de esta Convención, que existe

un riesgo excepcional para la seguridad del personal que

participa en la operación.

Las personas protegidas por la Convención son, en

primer lugar, el personal de las Naciones Unidas, de un

organismo especializado o del Organismo Internacional de

Energía Atómica contratado o desplegado como integrante de

los componentes militares, de policía o civiles de una

operación de las Naciones Unidas, y, en segundo lugar, el

personal asociado, entendiéndose por tal las personas

asignadas por un gobierno o por una organización

intergubernamental; las personas contratadas por el

Secretario General de la ONU, por uno de sus organismos

especializados o por el Organismo Internacional de Energía

Atómica, y las personas desplegadas por un organismo u

organización no gubernamental de carácter humanitario para

realizar actividades en apoyo del cumplimiento de una

operación de las Naciones Unidas.

La Convención dispone, asimismo, que el personal

protegido y sus equipos deben portar su identificación, a

menos que el Secretario General de la Organización de las

Naciones Unidas decida otra cosa, y que el Estado receptor

del personal protegido debe celebrar con la ONU un acuerdo

sobre el estatuto de la operación en el que se determinará,

entre otras cosas, las prerrogativas e inmunidades de los

componentes militares y de policía de la operación.

La Convención impone a los Estados partes las

siguientes obligaciones: velar por la seguridad del

personal de las Naciones Unidas y del personal asociado,

como asimismo del personal de sus organismos

especializados, agencias y del personal asociado a éstas;

poner en libertad o devolver al personal de las Naciones

Unidas y al personal asociado, capturado o detenido;

adoptar medidas destinadas a asegurar el enjuiciamiento o

la extradición de los presuntos culpables, inclusive si

para este efecto no hay tratado de extradición vigente

entre los Estados partes, caso en el cual esta Convención

deberá ser la base jurídica para concederla; prestar toda

la asistencia necesaria para obtener los elementos de

prueba que puedan servir en los procedimientos penales

relativos a los delitos cometidos contra el personal

protegido por la Convención, y cooperar en la prevención de

tales delitos y en la transmisión al Secretario General de

la organización de los antecedentes de que se disponga

sobre los delitos cometidos y la identidad del presunto

culpable.

Esta Convención no contiene disposiciones que se

opongan al orden jurídico interno, ellas son

complementarias del derecho internacional humanitario, del

cual Chile es Estado parte, y se remite a la legislación

nacional para penar y juzgar los delitos, asegurar la

persona del presunto culpable o acceder a su extradición, y

determinar la forma en que se cumplirán las obligaciones de

cooperación internacional en la materia.

Por lo expuesto, la Comisión decidió, por unanimidad,

ratificar la Convención sometida a consideración de la

Honorable Sala, proponiendo para ello aprobar el artículo

único del proyecto de acuerdo, que se reproduce en el

informe escrito puesto a disposición de los honorables

colegas.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente,

en un mundo globalizado, en que los temas de seguridad -

como se ha visto en la segunda mitad del siglo- nos afectan

cada vez más directamente, el rol de las Naciones Unidas y

de su personal asociado reviste gran importancia, en

particular las operaciones de paz y pacificación en los

diferentes continentes.

Por ello, considerando que nuestro país se ha

comprometido crecientemente con la seguridad mundial y la

pacificación de conflictos de carácter regional, no cabe

duda de que tenemos el deber ético, moral y político de

aprobar la Convención sobre la seguridad del personal de

las Naciones Unidas y el personal asociado.

Como señaló el Diputado informante, señor Fuentealba,

su objetivo es resguardar la seguridad, prevenir los

atentados contra el personal de Naciones Unidas y castigar

a los autores de estos verdaderos crímenes contra la

humanidad, por cuanto los funcionarios de dicha

organización la representan en su totalidad. Además, la

Convención es necesaria para complementar instrumentos del

derecho internacional que existen en la materia.

Sin embargo, es dramático que en nuestro país no

exista correspondencia entre lo que se dice y hace. Por

ejemplo, en el caso del señor Carmelo Soria, a pesar de que

todo el mundo reconoce su calidad de funcionario

internacional de la Cepal -organismo integrante del sistema

de Naciones Unidas-, reafirmada por el Secretario General

de las Naciones Unidas, señor Boutros Boutros Gali, hay

quienes cuestionan dicha investidura.

En efecto, en el caso de este extranjero, funcionario

internacional de Naciones Unidas en nuestro país,

secuestrado y asesinado por el comando Mulchén -donde

operaban miembros de los cuerpos de seguridad e

inteligencia de la dictadura militar-, hay quienes han

querido obstaculizar el esclarecimiento del crimen,

considerado precisamente en este convenio, pues se trata de

un funcionario representante de la humanidad, como todos

los que integran las Naciones Unidas. Sin embargo, en este

caso no ha sido más que letra muerta.

Algunos colegas se preguntarán qué tiene que ver esto

con la materia que tratamos. Tiene mucho que ver, porque si

un país se hace parte del derecho internacional, del

sistema de Naciones Unidas y con sus votos ratifica estos

convenios, es para que en dicha nación se respeten y no

sean letra muerta. En Chile vivimos la trágica realidad de

que fue muerto un funcionario internacional de la Cepal,

amparado por un convenio suscrito con Naciones Unidas. Por

desgracia -insisto-, se ha hecho letra muerta de esa

situación; es más, a mi juicio, los tribunales han

interpretado las normas de una forma aberrante.

¿Por qué mi inquietud cuando me refiero al caso Soria?

No vaya a ocurrir que mañana, uno de los miembros de

nuestra Fuerza Aérea destinado en Bagdad sea asesinado por

el tirano que existe en Irak, por el expansionista y

militarista que es Sadam Hussein en muchos ámbitos, y que

él diga: "Ah, no, yo no tengo que responder ante la

humanidad por los crímenes contra funcionarios de Naciones

Unidas".

Los socialistas vamos a respaldar plenamente este

convenio; pero pido que al momento de votar nos preguntemos

si sólo lo hacemos -sobre todo considerando los convenios

existentes, que cubren a los funcionarios civiles de

Naciones Unidas, a personas como Carmelo Soria, asesinado

en nuestro país por el comando Mulchén- para quedar bien o

en conciencia. Si es así, espero que en acciones futuras la

Corporación decida en derecho.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Ofrezco la

palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación.

 

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad el

proyecto de acuerdo.

 

Aprobado.

Despachado el proyecto.

 

 

VII. ORDEN DEL DÍA

 

MODERNIZACIÓN DEL SERVICIO NACIO-NAL DE ADUANAS. Tercer

trámite constitucional.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el Orden

del Día, corresponde ocuparse del proyecto, en tercer

trámite constitucional, que moderniza el Servicio Nacional

de Aduanas.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el

señor Ortiz.

 

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín

Nº 1374-05, sesión 29ª, en 27 de agosto de 1996. Documentos

de la Cuenta Nº 4.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Solicito el

asentimiento de los señores Diputados para que ingresen a

la Sala el Subsecretario de Hacienda, señor Manuel Marfán,

que ha estado a cargo de la tramitación del proyecto, en

compañía de don Enrique Fanta, Director Nacional de

Aduanas, y de don Alfredo Ugarte, Jefe del Departamento

Nacional Jurídico del servicio.

Por una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el

Diputado señor Fuentealba.

 

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, el señor

Ministro de Hacienda rara vez concurre a las sesiones de la

Cámara cuando se trata de proyectos inherentes a su

cartera. Sobre la materia, deseo saber si hoy ha presentado

alguna excusa o justificación.

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, la Mesa no tiene información sobre su consulta.

Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, sobre la consulta

del Diputado señor Fuentealba, debo expresar que toda la

tramitación de la iniciativa en la Comisión de Hacienda la

ha llevado el señor Subsecretario del ramo. Por lo tanto,

no tocamos el tema de la invitación respectiva.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Fuentealba.

 

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, el proyecto se

debatió y aprobó en general en su oportunidad. Sin duda, ha

demandado mucho tiempo de los Diputados miembros de la

Comisión de Hacienda. Pretende una reforma sustantiva y

profunda del Servicio de Aduanas y, a mi juicio, en su

discusión debe estar presente el señor Ministro de

Hacienda.

En consecuencia y fundadamente, me opongo a que

ingresen el Subsecretario y sus asesores, de manera que el

proyecto se discuta cuando el señor Ministro tenga la

posibilidad de dispensarnos parte de su tiempo y concurra a

la Corporación.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay acuerdo para el

ingreso del Subsecretario y sus asesores.

Diputado señor Fuentealba, ¿usted plantea que tampoco

se trate el proyecto?

 

El señor FUENTEALBA.- Así es.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Hay acuerdo de la Sala

para tratarlo hoy; por tanto, se requiere la unanimidad

para no hacerlo. Además, está el problema de la "suma"

urgencia.

Tiene la palabra el Diputado señor Fuentealba.

 

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, lo curioso es

que teniendo un proyecto de esta naturaleza "suma"

urgencia, no esté el Ministro de Hacienda en la Sala. Eso

es lo que me llama la atención.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado,

comparto su apreciación. Además, es un tema que la Mesa de

la Cámara ha hablado con el Presidente de la República y

existe claro acuerdo de que cuando un proyecto tiene "suma"

urgencia deben estar presentes los ministros en la Sala.

Cito a reunión de Comités.

Se suspende la sesión por tres minutos.

 

-Se suspendió la sesión.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se reanuda la sesión.

Los Comités han estimado necesario ratificar el

criterio de que la "suma" urgencia de un proyecto es para

nosotros y también para el Ejecutivo. Por consiguiente, tal

como se ha conversado con el Presidente de la República,

los ministros, al hacer presente la "suma" urgencia,

adquieren el compromiso de asistir a la Sala de la Cámara

de Diputados para justificarlo.

Por esa razón, el proyecto va a ser sacado de la tabla

y le pediremos al Ministro de Hacienda que tenga la

amabilidad de venir a la Cámara de Diputados cuando se

trate.

 

PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA. Segundo trámite

constitucional. (Continuación).

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar el

proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre

protección de la vida privada. Esta iniciativa, iniciada en

moción, ya fue informada y sólo resta proseguir su debate.

Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, el proyecto en

examen trata de establecer algunas normas para proteger el

derecho a la intimidad y a la privacidad garantizado en la

Constitución Política. Tiene una finalidad específica

relativa a un avance tecnológico como es la informática, la

computación y los datos que se pueden recoger, almacenar,

procesar y difundir en relación con la vida o las

circunstancias personales de hombres y mujeres de una

sociedad.

El proyecto, que viene del Senado, fue sustancialmente

modificado en la Comisión de Constitución Legislación y

Justicia, pasando a ser una normativa que trata de proteger

los datos personales a través de las llamadas bases de

datos.

Según varios autores, estas leyes de protección de

datos personales deben cumplir a lo menos determinados

requisitos. Es menester, desde luego, regular la

recolección de datos nominativos, estableciéndose cuáles

tienen el carácter de público, porque relacionan a las

personas con el resto de los individuos o grupo social, y

cuáles el de privado, por cuanto afectan a la persona misma

y en su conexión con su núcleo básico.

En segundo lugar, debe garantizarse el derecho de toda

persona natural o jurídica a usar esta herramienta de que

le provee la tecnología, con ciertas limitantes. Entre

éstas, los datos nominativos o personales deben tener una

limitación legal. También debe establecerse un tipo de

procedimiento, previa autorización o registro, para la

constitución de archivo de datos de tal carácter. En lugar

de una libertad informática absoluta, se opta por el

principio del control y registro, en cuya virtud el Estado

debe tener el derecho a autorizar los archivos que se creen

y a llevar la supervigilancia administrativa de los mismos.

Otro principio del proyecto es el relativo a la

calidad y confiabilidad de los datos. La normativa debe

consagrar el derecho de acceso de los sujetos a la

información, de manera que la persona que figure en ese

banco de datos, al tener ese acceso, le está confiriendo

calidad y confiabilidad a los datos o hechos de que da

cuenta.

Respecto del uso, también hay que fijar en la ley -

como lo hace el proyecto- la forma en que se utilizarán

estos datos.

Otro principio es garantizar la seguridad de la

información, para lo cual deben adoptarse medidas técnicas

y de tutela. En este sentido, el proyecto sólo contiene una

norma de procedimiento para reclamar indemnizaciones

civiles por daños morales que se produzcan. Sin embargo, se

puede ejercer un número determinado de derechos respecto de

las distintas situaciones que se presentan. Por ejemplo, si

alguien sabe que en un banco de datos existe un hecho

errado, puede reclamar para que se suprima, modifique o

corrija; pero en el proyecto no quedó establecido un

procedimiento para ejercer ese derecho.

Por eso, voy a presentar una indicación para que no

sólo la acción civil tendiente a procurar la indemnización

correspondiente tenga un procedimiento, sino también el

ejercicio de los derechos que el proyecto plantea en caso

de conflicto.

También es necesario como principio -así lo señalan

algunos autores-, definir las responsabilidades de los

administradores de la información por el manejo indebido de

los datos nominativos.

Por último, cuando la seguridad de estos datos sea

vulnerada por actos ilícitos, nacerá la obligación de

reparar el daño para quien lo haya ocasionado dolosa o

culpablemente.

Éstos son los principios básicos que establecen los

autores para que un proyecto de esta naturaleza sea

completo, global y, en consecuencia, tenga una auténtica

validez.

Como dije al comienzo, el proyecto, no aborda los

llamados derechos o atributos de la personalidad. ¿Qué

pasa, entonces, con el derecho a la imagen, a la voz, a la

libertad personal, a la llamada vida íntima? Estas

cuestiones están analizadas en el proyecto sólo desde el

punto de vista informático, desde el momento en que se

recogen con esta técnica moderna, pero no hay disposición

alguna que proteja los derechos de la personalidad.

Cabe señalar que la Constitución Política de la

República establece como garantía constitucional el respeto

a la protección de la vida privada de la persona y de su

familia, y que en los pactos internacionales también está

establecido este derecho. Desde luego, está consignado en

la Declaración Universal de los Derechos del Hombre,

aprobada en 1948 por la Asamblea General de las Naciones

Unidas, que dice: "Nadie será objeto de intromisión

arbitraria ni en su vida privada ni en su familia,

domicilio o correspondencia, ni de atentado a su honor o

reputación. Toda persona tiene derecho a protección legal

contra tales injerencias o ataques".

El artículo 17 del pacto internacional relativo a los

derechos civiles y políticos, suscrito también por Chile,

establece una disposición semejante. La Convención Europea

de los Derechos del Hombre, de 1950, efectuada en Roma,

establece que toda persona tiene derecho al respeto de su

vida privada y familiar.

Sin embargo, en nuestro país los bancos de datos han

surgido de facto. Es el caso de Dicom, que, por si no lo

saben los señores parlamentarios, ofrece más de cien

servicios a los que se puede acceder dando el RUT u otros

datos de una persona. De ese modo, se pueden conocer las

circunstancias personales de cualquier individuo: boletín

de protestos, sistema consolidado de morosidad, impedimento

de abrir cuenta corriente, protestos y moras, boletín

laboral y previsional, multas impagas, deudores de consumo,

registro de direcciones, comercio exterior, directorio de

empresas y de personas, verificación de domicilio y de

trabajo, situación tributaria, avalúo de bienes raíces,

indicador de consultas comerciales, inversión publicitaria,

etcétera. Ésta es la primera página de alrededor de una

docena, donde se ofrecen distintos servicios que

configuran, completa y detalladamente, las actividades

económicas, tributarias, laborales u otra circunstancia de

tipo personal.

No me cabe la menor duda de que si seguimos en este

camino de facto y no tenemos una legislación al respecto,

como existe en otros países -de hecho ya se está

produciendo- existirán bancos de datos de tipo médico, los

que contendrán datos personales de quienes recurren a esos

servicios, anotados en fichas y luego traspasados a estos

medios informáticos. De ese modo, las entidades

previsionales o los institutos de salud, como Fonasa y

otros, también llevarán un registro sobre la situación

personal de cada individuo de nuestro país. Actualmente,

eso no tiene ninguna regulación.

Por esa razón, se ha presentado este proyecto moderno,

inspirado en normas de las legislaciones española y

alemana, el cual también fue fruto de una iniciativa

formulada en la Cámara Alta por el Senador señor

Cantuarias, que -como señalé anteriormente- se refiere

asimismo a la protección de los derechos de la

personalidad.

Quiero volver a insistir sobre este punto, porque tal

vez dentro de las disposiciones generales o en algún

párrafo debería establecerse la protección de los derechos

de la personalidad, como la imagen, la voz y otros que la

legislación contemporánea ha contextualizado y diseñado en

diversas legislaciones.

También presentaré indicaciones respecto del inciso

primero del artículo 1º, que señala que toda persona tiene

derecho a recolectar, procesar, custodiar y transferir

datos. Aquí debería emplearse la expresión verbal

"almacenar", porque ésa es la esencia del banco de datos.

En seguida, habría que agregar que la finalidad de esos

bancos de datos es la transmisión o difusión pública de la

información que poseen en la forma y casos determinados por

la ley. Es necesario incluir esas dos ideas en el artículo

1º, para lo cual presentaré las indicaciones respectivas.

En una iniciativa de ley del Diputado señor Viera-

Gallo se establecieron ciertas sanciones penales para

quienes cometían actos ilícitos relacionados con el mal uso

de la informática. En este proyecto también se propone que

las acciones penales se regirán por las normas generales.

Tal vez, deberíamos haber perfeccionado la ley anterior y

haber establecido otras sanciones penales para las

distintas figuras en caso de que se usen, falseen o

manipulen datos por parte de terceros.

En relación con esta materia, en el período

legislativo pasado remití al Ejecutivo -porque a él le

correspondía patrocinarla- una iniciativa relativa a la

creación en Chile de un banco de datos genéticos, que ahora

también podría quedar reglamentado, puesto que el artículo

6º de este proyecto hace una distinción entre los datos de

tipo privado y los manejados por el Estado para el

cumplimiento de ciertas tareas.

En Argentina existe una ley de base de datos genéticos

en virtud de la cual se determina la identificación y todas

las acciones relativas a la filiación, como el

reconocimiento de paternidad o maternidad, materias que

actualmente en nuestro país recoge el proyecto sobre

filiación que se encuentra en el Senado de la República.

Como dije, este proyecto es moderno, llena una

necesidad imperiosa de nuestro tiempo y tiene un alcance de

mucha importancia para la futura vida de las personas.

En consecuencia, votaré favorablemente la idea de

legislar y presentaré las indicaciones señaladas.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Viera-Gallo.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, suscribo todo

lo dicho por el Diputado señor Elgueta, quien ha

interpretado muy bien el sentido de este proyecto.

Quiero aprovechar esta ocasión -después de haber

rendido el informe respectivo- solamente para ilustrar a la

Sala de qué estamos hablando.

Aquí hay dos cosas. Por un lado, los datos que tienen

de nosotros las reparticiones públicas, a los cuales en

muchos casos el ciudadano común no tiene acceso. Por

ejemplo, no sabemos qué información posee el Servicio de

Impuestos Internos, el Servicio de Registro Civil o -mañana-

el Ministerio de Vivienda, para no hablar de los que puede

tener Investigaciones u otros organismos públicos.

Pero también hay empresas privadas cuyo negocio es

almacenar, procesar, cruzar y vender información personal.

Tal como ha dicho el Diputado señor Elgueta hay varias

empresas de este tipo, de las cuales la más importante es

Dicom. Cualquiera persona, a través de Telex-Chile -que

funciona en el primer piso de la Cámara-, puede pedir la

ficha de cada ciudadano.

Para comprobarlo, realizamos la experiencia. Por

ejemplo, aquí tengo las fichas de Jaime Estévez, Presidente

de la Cámara de Diputados, de los Senadores Núñez y

Ominami, y la mía.

¿Qué datos contienen estas fichas? En primer lugar,

una enumeración de las propiedades de las personas, con sus

avalúos y direcciones. Es decir, con sólo pagar a Dicom,

cualquier ciudadano puede saber cuántas propiedades tiene

determinada persona.

En segundo lugar, la situación tributaria, en especial

si hay juicios tributarios pendientes.

En tercer lugar, las causas -no tributarias-

pendientes, con la siguiente anotación: Estos datos han

sido extractados de los libros de ingresos de causas de los

respectivos juzgados. No se informa el RUT de las partes

por no constar en los libros, no se indica estado procesal

o si la causa aún está vigente. El uso de esta información

es de exclusiva responsabilidad del usuario, ya que es de

carácter reservado. Curiosamente, es tan poco reservado,

que se puede comprar y saber si una persona tiene causas

pendientes.

Después, aparecen las sociedades en que participa la

persona y el nombre de sus socios.

Por último, el boletín laboral y previsional.

Es decir, aquí tenemos un registro bastante completo

de la situación patrimonial y comercial de cada ciudadano,

procesado por una empresa -existen muchas otras-, sin

nuestra autorización, y vendido por ella. Para tener este

informe hay que pagar 12.000 pesos y se puede obtener en

Chile y en el extranjero.

Aparte de que esto parece improcedente

-me referiré a ello más adelante-, hay otra situación

anómala que verificamos con el Diputado señor Luis Valentín

Ferrada: determinadas personas tienen bloqueadas sus

fichas. Como estoy cierto de que ellas no han solicitado

estar bloqueadas, sino que lo ha hecho la empresa, no tengo

ningún problema en nombrarlas.

Por ejemplo, no pudimos conocer las propiedades,

juicios pendientes ni nada del Diputado señor Iván Moreira,

porque su hoja dice que para eso necesitamos estar en una

condición determinada, llamada ASRA en programa TSVA12,

para lo cual dice en inglés: "You must sign or have the

right segurity level". O sea, se tiene un nivel de

seguridad especial.

También es el caso de los Senadores

Sergio Fernández, Ronald Mc-Intyre, Orlando Cantuarias -

curiosamente, es el autor del proyecto, y por eso estoy

seguro de que no buscó esta situación, sino que lo impuso

la empresa en forma arbitraria-, Sergio Romero, de los

Diputados Hurtado, Leay, y con toda seguridad, podríamos

continuar, porque no pedimos la ficha de todos los

parlamentarios. Es decir, esta empresa, en forma

discriminatoria, sólo entrega la ficha de personas como el

Senador Ominami, Jaime Estévez, Presidente de la Cámara;

Valentín Ferrada, y del que habla, y niega la de otros, lo

que, de por sí, resulta extremadamente arbitrario.

Ahora, en esta materia, ¿cuál es el punto? Al

respecto, es muy prudente lo expresado por el Diputado

señor Elgueta, en el sentido de que el proyecto debería

volver a comisión.

En primer lugar, alguna información comercial debe ser

pública, para el buen funcionamiento de la economía.

Tradicionalmente en Chile, ella tiene que ver con los

protestos de letras y cheques. Según un decreto de 1988,

debe mantenerse sólo por cinco años, o desaparecer del

boletín cuando la persona ha pagado la letra o el cheque

protestado. Sin embargo, en nuestra práctica comercial

existe el boletín histórico: cuando una persona paga un

documento protestado, no obstante haber transcurrido cinco

años, la información no se borra, sino que va a dicho

boletín, el cual se vende -Dicom también lo hace-. De

manera que lo que aparece en él, por ejemplo, es lo

siguiente: hace siete años tal persona tuvo una letra

protestada que posteriormente pagó; no obstante, figura la

información de la situación irregular. Eso debe terminar;

debemos ponernos de acuerdo en un plazo razonable -puede

ser de cinco años- transcurrido el cual no debe aparecer

más el problema descrito.

En segundo lugar, de toda la información de que

dispone Dicom, es procedente que entregue alguna, como los

protestos, pero no toda. No parece razonable que la

situación patrimonial relativa a bienes raíces o los

juicios pendientes de una persona, por ejemplo de familia o

de otra índole, aparezcan en una ficha que puede ser

comprada por cualquier ciudadano.

Esta situación ha llevado a que hoy en el país sólo un

millón de personas tengan cuenta corriente; gran parte de

los cuatro millones de personas activas que podrían

tenerlas están imposibilitadas de lograrlo debido a esos

boletines. Los bancos no abren cuenta corriente a quien se

le protestó un cheque en determinada fecha, tuvo un juicio

de tal naturaleza o un problema similar. Como todos

sabemos, en 1982 hubo una crisis económica muy grande, y un

porcentaje muy alto de personas vivió ese tipo de

problemas. Precisamente debido al abuso de la información

que se comercializa, muchas de ellas no pueden abrir cuenta

corriente. Esto también influye en la posibilidad de

obtener trabajo. Si alguien se presenta ante un empleador y

le dice que tiene pendiente un juicio por alimentos, a lo

mejor éste no lo va a contratar.

De manera que todo esto requiere regulación. No cabe

duda de que no se trata de impedir que circule la

información económica necesaria para que la economía de

mercado pueda funcionar. Sin embargo, los datos que

corresponden a la vida privada de las personas tampoco

pueden ser objeto de transacción comercial y de ganancias

de las distintas empresas que compiten en este rubro.

Nosotros tuvimos una entrevista con representantes de

Dicom, quienes nos manifestaron que están dispuestos a

venir a la comisión, a fin de explicar la situación anómala

que he planteado -les sorprendió, pero aquí están los

papeles que no permiten desmentirla- y de hacer sugerencias

-tendremos que evaluarlas- sobre la forma de regular

adecuadamente la situación.

En ese sentido, el proyecto -reitero que tuvo su

origen en una moción del Senador señor Cantuarias y fue

aprobado por unanimidad en el Senado y en la comisión-

tiene una enorme importancia para la vida del ciudadano

común y corriente, y para el buen funcionamiento de la

democracia y de la economía del país.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Ferrada.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, como ya fue

destacado, el proyecto, en su actual estado, emana del

trabajo conjunto de los miembros de la Comisión de

Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara. Sin

embargo, al Diputado señor Viera-Gallo y a quien habla nos

correspondió el honor de ser los redactores de lo que

podríamos denominar el anteproyecto que hoy conoce la Sala,

el cual seguramente contiene muchas imperfecciones y aún no

es completo, pero puede mejorarse todavía mucho más en los

trámites posteriores.

Pero, continuando con la lógica de las exposiciones

anteriores y asumiéndolas como propias, quiero dar

argumentos complementarios desde un punto de vista

distinto.

Este proyecto de ley aproxima nuestra legislación y el

derecho personal a la privacidad -que incluso el Tribunal

Constitucional de Chile ha declarado un derecho humano

esencial- a una nueva realidad: a lo que universalmente se

ha denominado la sociedad informática que, por muchas

razones, es casi una forma de nueva civilización.

Hoy la persona humana se encuentra en las puertas, en

el vestíbulo de un mundo nuevo, distinto, que opera sobre

bases objetivas, sobre circunstancias diferentes. Es

curioso observar cómo este fenómeno ha venido a sumarse de

manera contradictoria a dos grandes temas que afligen al

hombre. Por una parte, la infinita soledad a que la persona

se aproxima en las sociedades impersonales y anónimas de

hoy; y junto con ella, la privación de los espacios de la

intimidad de su persona. Dos ataques contradictorios, dos

grandes amenazas a la posibilidad de llevar adelante una

vida digna: una inmensa soledad circunstancial y la

intromisión permanente de la circunstancia social en las

intimidades de la persona.

Hay una relación entre lo que denominaría el abuso, la

violación sistemática de la intimidad de la persona y lo

que se conoce como el fenómeno de la intimidación. Hay una

raíz común en el concepto: intimidar a una persona es

violentarla, forzarla de una forma u otra a perder su

libertad, su capacidad de ser persona y de desarrollarse

conforme su propia voluntad y su ser.

Se le intimida porque se invade en forma permanente y

sistemática el campo de su intimidad; luego, estamos frente

a un fenómeno donde la libertad personal es el valor que

está puesto en juego, y cada vez que ello ocurre, hay algo

aún más profundo que tiembla y se estremece, que es la

dignidad de la persona.

Entre los muchos desafíos que invaden la intimidad,

hoy vamos a tocar sólo un aspecto, que es parte de la

sociedad informática: el mundo de los bancos de datos,

donde los depósitos -curioso que los llamen bancos de datos-

, que se transan, que se lucran, que se venden, son los

datos personalísimos de la intimidad de la persona, lo que

coloca a cada una de ellas, y en el conjunto, frente a

riesgos, peligros, intromisiones que, en muchos sentidos,

son inaceptables.

Al aprobar esta iniciativa, Chile reacciona con

bastante retraso respecto de la legislación europea. Esta

reacción que parece tan novedosa, que alguien puede estimar

original o algo nuevo, que traemos como una cosa nueva, que

ni aún la opinión pública entiende completamente bien, se

produce en nuestro Parlamento 26 años después de la primera

legislación inglesa contenida en el "date act", de 1970.

Tenemos la necesidad de construir, al menos en este

aspecto, una frontera clara y sólida entre el mundo de lo

público y el respeto de lo privado. Tal vez, don José

Ortega y Gasset hubiere dicho: "construir una frontera

entre el mundo del yo y el mundo de las circunstancias que

amenaza y debilita las posibilidades del desarrollo y del

crecimiento del yo personal.

Al respecto, quiero señalar que don José Joaquín

Brunner, no en su condición de Ministro de Estado, sino de

académico, publicó en "El Mercurio" de hace dos domingos,

un artículo que debería ser leído, en mi concepto, con la

mayor profundidad y detención, porque toca un aspecto

central de la sociabilidad y de la psicología social a que

están expuestas las sociedades modernas y las personas.

¿Cuáles son, según la bancada de Renovación Nacional,

los puntos centrales que debemos defender en este proyecto,

más allá de los perfeccionamientos, de los complementos y

de los avances que vendrán?

Primero, el Estado tiene que ser muy respetuoso de los

datos que los ciudadanos le entregan, sólo porque es el

Estado y confiados en su autoridad, y no tiene derecho -y

la legislación así debería establecerlo- a divulgarlos, y

peor aún, a ser objeto de eventuales transacciones

lucrativas por terceras personas. En el campo privado, si

bien se asegura la libertad para captar información en todo

lo que va más allá de la frontera pública, debemos resaltar

el principio de la abstención total del mundo de la

intimidad, cuando no existe una autorización expresa de la

persona de cuyos datos se trata.

El segundo tema que la consagración legislativa tendrá

que hacer brillar con especial énfasis, es la

institucionalización de lo que en la legislación

internacional o universal

-porque en esta materia la legislación comienza a ser

universal-, se ha denominado el recurso de habeas data.

Esto es, la extensión del viejo habeas corpus, como acción

de la persona que reclama del Estado protección por sus

derechos fundamentales, extendido al campo de resguardar

también la intimidad de la persona, que consiste en cuatro

principios sencillos, pero muy importantes:

1º. El derecho a exigir cuánto se sabe de mí. Nadie

tiene derecho a ocultar lo que sabe y tiene registrado de

mí.

2º. El principio de la veracidad. El derecho a exigir

que se corrija lo que está equivocado.

3º. El derecho de la fidelidad o fidedignidad. La

información debe ser complementada cuando es trunca,

parcial o incompleta, y

4º. La posibilidad -siempre- de ser reparado por los

daños que en el abuso de la libertad de recolección de

información ocasionare a una persona.

Al término de mi intervención, quiero añadir dos

conceptos más.

Hoy se hace gran alarde -porque como vivimos en una

sociedad donde el predominio de lo económico supera aun los

aspectos más importantes de la espiritualidad del hombre,

como si nuestras sociedades fueran sólo y nada más que un

gran almacén- del interés público que habría en que se

conozca si una persona tiene un cheque o una letra

protestados, un juicio, aquí o acullá.

Esta mañana quiero dejar planteada la siguiente tesis

o pregunta, humilde pregunta: ¿Qué es más grave para una

sociedad: saber si una persona, por diferentes vicisitudes

de la vida tiene uno o dos cheques protestados o mantener,

por ese valor al que no concedo importancia trascendental,

sistemas de esclavitud y de control informático? No creo,

en mi conciencia moral, que ninguna certeza o conveniencia

en el campo de lo económico, justifique la mantención de

sistemas de esclavitud tecnológica, donde lo que se ha

puesto en juego son cuestiones tan importantes como la

libertad de la intimidad de las personas.

Y una segunda reflexión: el Diputado señor Viera-Gallo

ha hecho bien -y ha sido verídico- en informar de una

discriminación inaceptable y odiosa que, por casualidad,

hemos podido detectar en una importante empresa que, al

suministrar datos, los oculta para unos, y los abre, para

otros.

Jamás es aceptable una discriminación, ni mucho menos

cuando toca, roza o rasga un tema como el que analizamos

esta mañana.

Conservo la esperanza de que esa discriminación ya

estará superada hoy. Hace pocas horas, nos han dado la

certeza de que si había un error en esa materia -que era

desconocido, al decir de los responsables-, inmediatamente

sería reparado. Ojalá que, en los momentos en que nuestra

Sala debate este importante asunto, ese increíble problema

ya no exista.

He dicho.

 

El señor DUPRÉ (Presidente accidental).- Tiene la

palabra el Diputado señor Eugenio Tuma.

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, no hay duda de que

la iniciativa que hoy se debate en la Cámara constituye un

avance sustantivo en la protección del derecho a la

privacidad de los ciudadanos, particularmente, en el uso de

la información de que hoy se dispone sobre las personas

gracias al avance de la tecnología.

En este proyecto, damos cuenta de una de las más

asombrosas transformaciones que afecta a la sociedad

moderna, como es la revolución de la información y de las

comunicaciones.

Pero la modernidad no sólo radica en disponer de los

soportes tecnológicos. Tan importante como el acceso a

istos, es el uso y disposición de la información porque, en

la resolución de estas nuevas tensiones, en la sociedad se

juega con la protección a derechos fundamentales como la

libertad, la intimidad y la privacidad de las personas que,

en definitiva, es el objetivo de este proyecto: proteger

estos derechos.

Es evidente que la información cumple un rol social,

incluso la información personal, puesto que facilita la

planificación, agiliza las acciones e interacciones de las

más distintas áreas de la convivencia humana y,

particularmente, en la relación comercial entre las

personas.

Recientemente, y a propósito de la modificación a la

ley de bancos, el país ha iniciado un debate sobre la

importancia de resguardar debidamente la información

comercial de los clientes. Es un tema que afecta a un gran

sector de la sociedad chilena, pues el 72 por ciento de las

familias con acceso a crédito, es decir, 1.270.000 familias

mantienen deudas de consumo con el sector bancario, y un 32

por ciento, con casas comerciales.

En Chile, circulan 4,5 millones de tarjetas de

crédito, y 3,8 millones de éstas representan deudas en

casas comerciales. Junto con el incremento en los niveles

de endeudamiento, se registra un natural aumento en los

volúmenes de información positiva y negativa de los

consumidores. Sólo la Cámara de Comercio de Santiago,

semanalmente, recibe 40 mil trámites relacionados con

situaciones de morosidad o incumplimiento de los

compromisos financieros, lo que significa que, en un año,

se publican alrededor de 2.700.000 situaciones pendientes.

Nuestra legislación, en materia de información

comercial, ha quedado rezagada; y como recién dijo el

Diputado señor Luis Valentín Ferrada, estamos atrasados en

muchos años respecto de la información y protección de

estos derechos, en relación a las transformaciones que ha

experimentado el mercado y a la regulación del uso de las

nuevas tecnologías como la creación, administración y

difusión de las bases de datos.

No obstante, creo que el espíritu de la norma que

actualmente regula la publicación, como es el caso del

boletín comercial, de acuerdo con el decreto supremo Nº

910, se encuentra plenamente vigente, ya que en ella se

radica la responsabilidad pública de sistematizar, difundir

y almacenar la información comercial de los deudores en un

organismo determinado, con regulaciones básicas y con

procedimientos de reclamación y aclaraciones, en caso de

suscitarse error o negligencia.

Dicha normativa es absolutamente insuficiente en las

actuales condiciones, pero debemos reconocer que si el

principio de responsabilidad pública en esta materia era

bueno y deseable en 1928, ¿qué dudas pueden caber de su

pertinencia en nuestros tiempos?

Por ello, no obstante que la materia relativa a la

información comercial amerita una legislación especial que

permita su modernización y el resguardo de los derechos de

los clientes y deudores, considero oportuno dar una señal

en el proyecto que hoy discutimos, en el sentido de

restringir el ejercicio de las acciones relativas a la

recolección, almacenamiento, procesamiento y utilización de

los datos comerciales, resguardando que la información

acerca de las personas no sea manejada en forma arbitraria,

como lo ejemplificó tan claramente el Diputado señor Viera-

Gallo.

En este sentido, presenté indicación para que, sólo

por ley, instituciones u organismos puedan difundir,

procesar, almacenar y utilizar los datos comerciales.

Espero que sea analizada y aprobada tanto en la Comisión

como en la Sala. Sólo así el Estado asumiría su

responsabilidad de salvaguardar el derecho de los

ciudadanos, en particular respecto del derecho a la

privacidad en la información sobre las personas.

He dicho.

 

El señor DUPRÉ (Presidente accidental).- Tiene la

palabra la Diputada señora Wörner.

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, con las

ilustrativas intervenciones de quienes me han precedido en

el uso de la palabra ha quedado claramente de manifiesto la

precariedad en que se encuentran todos los chilenos en lo

relativo a su vida personal y a su intimidad.

En el curso del debate de este interesante proyecto,

iniciado en moción del Senador Cantuarias, fuimos

conociendo cuál es la verdadera magnitud del hecho de que

una o varias empresas privadas del país, a partir de un

vacío en nuestra legislación y, por ende, de una falta de

regulación, hayan hecho un abrumador acopio de toda clase

de información y de una serie de archivos que comercializan

con fines lícitos, pero que también pueden tener cualquier

otro tipo de uso, previo pago de una cantidad de dinero que

se determina de acuerdo con la cantidad de información que

se quiere conocer sobre determinada persona natural o

jurídica.

También se ha señalado aquí que, al intentar

establecer una normativa en relación con el buen uso de

esta información, no se busca generar una prohibición tal

que altere la buena marcha de la transacción comercial de

la actividad financiera del país o de poner tantas trabas

que en un momento determinado se impida el desarrollo de

las buenas relaciones comerciales. Por el contrario, se

quiere que cuando se requiera esa información, en todo

momento se pueda precaver los derechos del individuo

garantizados en la Constitución.

Para eso, se ha señalado que cuando sea el Estado el

que almacene la información y conozca esos aspectos

privados de todos los ciudadanos, porque éstos

voluntariamente la han entregado o porque el Estado

requiere tenerla, se haga por ley y esté debidamente

resguardada y normada; y que cuando sea una institución

privada la que la almacene, la use y cobre por ello, lo

haga con la debida autorización y con el conocimiento de la

persona que corresponde, porque el atropello de las

garantías constitucionales que resguardan la vida privada

parte por el absoluto desconocimiento que los ciudadanos

tienen del cúmulo de información que sobre ellos se maneja

y del uso que se le da.

Sobre el particular, no voy a redundar mayormente,

porque, al igual que mi bancada, comparto el completísimo

informe rendido por el Diputado señor Viera-Gallo, y todas

las observaciones y alcances que los honorables colegas han

emitido en el curso del debate.

Sin embargo, señalo la necesidad de escuchar a quienes

quieran entregar sus puntos de vista, principalmente a las

empresas, con el objeto de generar una normativa que

proteja las garantías constitucionales de todos los

chilenos y, además, la autorización de cada uno de ellos

cuando se quiera hacer uso de esa información para

cualquier actividad que se desarrolle en los distintos

ámbitos sociales, económicos, financieros, policiales,

judiciales, etcétera.

Esto significa establecer una norma que, junto con

permitir el acceso de cada uno de los chilenos a conocer lo

que estos bancos de datos tienen acerca de ellos, permita

también, en un trámite expedito, actualizar, corregir y

garantizar las indemnizaciones cuando tanto el almacenaje

como el uso y la venta de esta información se haga sin la

debida autorización o cuando ésta sea errónea y no haya

disposición para corregirla, actualizarla, perfeccionarla o

completarla oportunamente, a pesar de que así lo haya

requerido el interesado.

Asimismo, estimo necesario que la norma tenga un

alcance que haga plenamente prescriptible la información.

Si existe la prescripción de los delitos, de las penas, y

la plena rehabilitación penal de los ciudadanos, ¿por qué

no puede haber rehabilitación en el ámbito y alcance que

tiene la información de que estamos dando cuenta en esta

oportunidad?

Incluso, ese archivo histórico va más allá de lo que

debiera, impidiendo en buena medida que una "persona" se

rehabilite en ese ámbito y la información, como ha quedado

plasmado en el debate, impida el acceso al mercado laboral

de cualquier ciudadano con malos antecedentes desde el

punto de vista financiero, bancario, etcétera.

De igual forma, debe existir preocupación de los

legisladores respecto del aspecto mencionado por el

Diputado señor Luis Valentín Ferrada, en cuanto a la

información que tiene el Estado a partir de lo que los

propios ciudadanos contribuyentes chilenos le entregan.

Por cierto, en este ámbito hay una particularidad,

cual es la confianza que el ciudadano tiene en el Estado al

entregarle todos sus datos a los organismos de su

dependencia, como por ejemplo el Servicio de Impuestos

Internos, al que también las notarías deben remitir la

información acerca de las transacciones de bienes raíces

que realicen.

No cabe duda de que en este archivo o banco de datos,

cuya existencia ha quedado de manifiesto aquí, las

informaciones están cruzadas, lo que permite que organismos

como Dicom puedan saber la cantidad de bienes raíces que

cada chileno tiene, las transacciones que sobre dicho bien

se han hecho y su avalúo. Entonces existe la sospecha de

que la información entregada a un organismo estatal en

cumplimiento de la responsabilidad tributaria que los

chilenos tienen -cuya calidad es confidencial o reservada-

ha salido y hoy es parte de un archivo público al que

cualquier persona puede acceder, previo pago de una

cantidad de dinero establecido por parte de quien

arbitrariamente maneja o transa esta información.

También habría que analizar lo lícito que resulta

archivar, almacenar y comercializar toda esta información,

la que es desconocida para el chileno común y corriente.

Para corregirla, actualizarla o pedir que se borre tiene

que pagar un honorario o arancel, que no sé quién lo

fiscaliza o determina, pero que resulta abusivo.

Me pregunto si es lícito que para aclarar una

información obtenida sin consultarle a nadie -que puede ser

útil para determinadas actividades u operaciones-, la

persona afectada por la comercialización de dicho dato

tenga que pagar. Éste es otro aspecto que también se debe

reglamentar debidamente.

Por lo expuesto, considero de toda procedencia apoyar

unánimemente el proyecto de ley y que, después de aprobado

en general, vuelva a Comisión para que en ella, junto con

debatir las indicaciones anunciadas y las que se

presentaran en esa segunda discusión, se pueda perfeccionar

esta normativa tan importante y de mucha trascendencia -

como lo ha dicho el Diputado señor Viera-Gallo-, porque no

solamente está relacionada con la vida comercial y las

operaciones bancarias y financieras, sino con un aspecto

muy relevante, cual es rescatar en plenitud el

perfeccionamiento de nuestro sistema democrático.

Por tanto, junto con anunciar el voto favorable de la

bancada del Partido por la Democracia al proyecto en

general, pedimos que vuelva a Comisión para proseguir allí

el debate que hoy se ha iniciado.

He dicho.

 

El señor DUPRÉ (Presidente accidental).- Considerando

que ya está por terminar el tiempo correspondiente al Orden

del Día, pido el asentimiento de la Sala para que puedan

intervenir los Diputados señores Rocha

-que estaba inscrito- y Coloma -porque no ha intervenido

ningún representante de la UDI- procediendo a continuación

a votar.

Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

 

Tiene la palabra el Diputado señor Rocha.

 

El señor ROCHA.- Señor Presidente, basta con

adentrarse muy levemente en el contenido de este proyecto

para advertir su gran importancia y darse cuenta de que no

sabemos que estamos viviendo en el mundo que ha descrito,

con más claridad que nosotros, el famoso escritor George

Orwell. Y lo peor es que no hay límites para la

información, a menos que todos, en un esfuerzo común,

instalemos, mediante la aprobación del proyecto, una valla

insalvable a la invasión de nuestra privacidad, tarea que

nos corresponde.

Ahora bien, si es grave que algunos estemos en la

indefensión frente a lo que he llamado "invasión de la

privacidad", es lamentable que, además, esta información no

discrimine, ya que no analiza las razones que han motivado,

por ejemplo, el traspié económico o el desastre financiero

del empresario o del simple ciudadano. No hay una

estimación acerca de si la deuda anotada en ese asiento se

produjo por un error de la autoridad económica, o porque

ésta tuvo una visión deliberadamente engañosa o un

optimismo que hoy nos parece inaceptable. No olvidemos que

hace algunos años, de un día para otro, el dólar subió de

39 a 54 pesos; luego, a 80 y tantos pesos. Eso ocurrió días

u horas después de que la autoridad económica asegurara que

el dólar se mantendría en el piso de 39 pesos. De esta

manera, por causas que no le son imputables, esos chilenos,

siendo absolutamente inocentes, de un día para otro pasaron

a ser inviables y sospechosos; es decir, esos compatriotas

hombres y mujeres, se transformaron en no confiables.

También es grave, y quién sabe si más aún, que algunos

chilenos, por procedimientos que es posible que ni siquiera

conozcan ni hayan solicitado, estén a salvo de esta

agresión a la privacidad, poniendo una diferencia más,

arbitraria e incomprensible, entre los chilenos, tal vez

por razones políticas o económicas. No me atrevería a

asegurarlo.

Insto a la Corporación a aprobar pronto este proyecto,

porque será una manera eficaz y respetable de proteger la

armonía y el sentido de la vida, que no puede estar

expuesto a intromisiones y violaciones que lo lleven a la

destrucción o desnaturalización.

Por lo tanto, los Diputados del Partido Radical Social

Demócrata apoyaremos el proyecto.

He dicho.

 

El señor DUPRÉ (Presidente accidental).- Tiene la

palabra el Diputado señor Coloma.

 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a través de las

intervenciones se han explicado los aspectos positivos que

el proyecto puede tener para la sociedad chilena.

Una lectura más atenta de esta iniciativa plantea que

hay algunas disposiciones que en lo personal me preocupan.

Por ello, he presentado algunas indicaciones y espero que

durante la discusión particular las abordemos con mayor

prolijidad.

En relación con la primera parte del proyecto, que se

refiere a las disposiciones generales, tiene una redacción

consensuada que apunta en el sentido correcto y que, en el

fondo, genera el principio de la necesidad de proteger los

datos de carácter personal. En ese sentido, nadie ha

planteado dudas respecto de la materia.

Lo mismo podemos plantear en relación con el título

II, en cuanto al derecho de las personas afectadas y a las

acciones a que den lugar los procesamientos y utilización

de datos personales por los medios de comunicación social y

las infracciones a la presente ley.

Con todo, me preocupan los alcances de la disposición

referida al procesamiento y utilización de datos

personales. Quiero señalar dos aspectos distintos respecto

de este punto, que espero podamos abordarlos con mayor

decisión en la Comisión.

El primero se refiere a la amplitud de la figura

prohibitiva que el proyecto establece. El artículo 5º

dispone: "La recolección, el almacenamiento, el

procesamiento y la utilización de datos personales sólo

pueden efectuarse cuando esta ley u otras disposiciones

legales lo autoricen o la persona afectada consienta

expresamente en ello".

Se ha buscado el tipo más amplio posible. No se habla

del tema económico -parece que hay muchos parlamentarios

preocupados de una empresa del rubro-, sino de cualquier

dato personal, de todo tipo y orden. En el fondo, se

establece una gran censura para que nadie pueda saber nada

de nadie en ningún aspecto, cuestión que planteo por el

efecto práctico que esto tendrá. Por ejemplo, con los

estudios que una universidad pueda realizar sobre

determinados problemas sociales; el día de mañana, respecto

de la situación de los menores, o de la calificación de

éstos en relación con un estudio determinado; en cuanto a

los derechos de los partidos políticos, a fin de saber

cuáles son las personas con ciertas características para

proponer determinadas soluciones a los problemas.

A mi juicio, más que defender el derecho a la

intimidad de las personas respecto de elementos que le son

propios, se genera un gran velo ante cualquier situación,

muchas de las cuales podrían ser fuente de estudios

particulares para la solución de problemas. La amplitud de

la disposición es absoluta y total. Por lo tanto, debemos

revisar si ése es el sentido que a través del proyecto se

está buscando o, más bien, la protección de determinados

derechos que puedan ser utilizados en su contra o afectar

la honra de los particulares en forma más específica.

En segundo lugar, está la división enojosa que se

produce entre los organismos públicos y privados.

A pesar de la amplitud de la norma, estamos generando

una gran excepción con los organismos públicos. Parece que

aquí está la clave del proyecto: nada pueden hacer los

privados, pero todo lo puede efectuar el gobierno. Eso me

preocupa. ¿Dónde está el sentido exacto para que el

Gobierno, amparado en la expresión "indispensable para el

cumplimiento de las tareas que le correspondan", pueda

averiguar todo de todos? Hay pocas limitaciones, pero sólo

simbólicas. En la práctica, la aplicación del artículo 6º

de este proyecto, respecto del cual todos los

parlamentarios no han cejado de prodigarle elogios, tiene

un elemento fundamental al que nadie se refiere, cual es

que el Gobierno y los organismos públicos tendrán derecho a

investigar lo que les parezca sobre cualquier afectado,

amparados en la expresión "indispensable para el

cumplimiento de las tareas que le correspondan y dentro del

ámbito de su competencia".

Me parece enojosa esta disposición excepcional. Si se

piensa que debe haber excepciones, ¿por qué no establecer

un símil para un organismo privado, una universidad, un

partido político, o un departamento de estudios de ciertos

problemas sociales o humanos? A mi juicio, éste es el

problema más grave del proyecto, porque le otorga un

derecho omnímodo al Gobierno, que nunca antes lo ha tenido

otro. En la actualidad, por lo menos, hay una situación de

equiparidad entre lo que puedan plantear unos y otros, pero

ahora se dan derechos excepcionalísimos para que la

autoridad de turno pueda contar con toda la información que

otros, por el hecho de ser ciudadanos o privados, no pueden

tener.

No comparto esta disposición. Por lo tanto, junto al

Diputado señor Chadwick, hemos formulado indicaciones en

ese sentido a los artículos 5º, 6º y 7º. Consideramos

fundamental que se aclare esta disposición, porque, de otro

modo, estaríamos cometiendo un grave error, que en el fondo

es traspasar una gran limitante al sector privado para

entregársela gratuita y peligrosamente al sector público.

Es decir, más poder para el Estado; menos poder para las

personas. No creo que eso sea lo que debemos buscar en el

título I respecto del procesamiento y utilización de datos

personales.

Sin perjuicio de lo anterior, y en el entendido de que

esto podremos solucionarlo, en lo personal votaré a favor

de la idea de legislar.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En conformidad

con el acuerdo de la Sala, corresponde someter a votación

en general el proyecto.

Previamente, quiero señalar que la disposición del

artículo 13 es materia de ley orgánica constitucional.

Por lo tanto, en primer lugar se votarán las normas de

quórum simple y, posteriormente, la de quórum orgánico.

En votación la idea de legislar.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 67 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3

abstenciones.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Acuña, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Arancibia,

Ascencio, Aylwin (don Andrés), Balbontín, Cardemil, Ceroni,

Coloma, Cornejo, Correa, Chadwick, De la Maza, Dupré,

Elgueta, Encina, Elizalde, Errázuriz, Estévez, Fantuzzi,

Gajardo, Gutiérrez, Hernández, Jocelyn-Holt, Latorre, León,

Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Makluf, Martínez (don

Gutenberg), Masferrer, Melero, Morales, Moreira, Muñoz,

Naranjo, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés),

Pizarro, Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña

Marina), Prokuriça, Reyes, Rocha, Saa (doña María

Antonieta), Salas, Seguel, Silva, Solís, Sota, Taladriz,

Tuma, Urrutia (don Salvador), Valcarce, Vega, Venegas,

Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Villouta, Walker, Wörner

(doña Martita) y Zambrano.

 

-Se abstuvieron los siguientes señores Diputados:

Leay, Longueira y Paya.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En votación el

inciso final del artículo 13, que modifica la ley orgánica

constitucional de la Contraloría General de la República.

Hago presente que requiere quórum orgánico constitucional.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 63 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 3

abstenciones.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Por no haberse

alcanzado el quórum constitucional requerido, queda

rechazado el inciso final del artículo 13.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Acuña, Alvarado, Arancibia, Ascencio, Aylwin (don

Andrés), Balbontín, Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo,

Correa, Chadwick, Dupré, Elgueta, Elizalde, Encina,

Estévez, Fantuzzi, Ferrada, Gajardo, Gutiérrez,

Hamuy, Hernández, Jocelyn-Holt, Latorre, León, Luksic,

Martínez (don Gutenberg), Melero, Morales, Moreira, Muñoz,

Naranjo, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Pérez (don Aníbal),

Pizarro, Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Reyes, Rocha,

Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel, Silva,

Solís, Sota, Taladriz, Tuma, Urrutia (don Salvador),

Valcarce, Vega, Venegas, Viera-Gallo, Vilches, Villegas,

Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

De la Maza y Palma (don Andrés).

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Leay, Makluf y Paya.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En consecuencia,

queda aprobada la idea de legislar en todas las

disposiciones de quórum simple.

El proyecto pasa a segundo informe.

 

-El proyecto fue objeto de las siguientes

indicaciones:

 

Artículo primero

Inciso primero

 

1. Del Diputado señor Elgueta, para intercalar entre

las palabras "procesar," y "cus-todiar", la forma verbal

Salmacenar", seguida de una coma (,).

2. Del Diputado señor Elgueta, para reemplazar el punto

aparte (.) con que termina este inciso, por una coma (,),

agregando a continuación la siguiente oración: "con el

fin de transmitirlos o difundirlos en la forma prevista

por la ley.".

 

Artículo quinto

3. De los Diputados señores Coloma y Chadwick, para

suprimirlo.

 

Artículo sexto

4. De los Diputados señores Coloma y Chadwick, para

suprimirlo.

Artículo séptimo

5. De los Diputados señores Coloma y Chadwick, para

suprimirlo.

 

Artículo nuevo

6. Del Diputado señor Tuma, para agregar el siguiente

artículo 7º bis, nuevo:

"Artículo 7º bis.- La recopilación, el procesamiento,

almacenamiento y difusión de bases de datos relativas a la

información comercial de las personas, sólo la podrán

realizar aquellos organismos autorizados por ley.".

 

Artículo catorce

Inciso cuarto

 

7. De los Diputados señores Fuentealba y Latorre, para

reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:

"En el caso de los dos incisos anteriores la solicitud

de rectificación de datos será absolutamente gratuita,

debiendo proporcionarse además, a solicitud del interesado,

copia del registro modificado en la parte atingente.".

 

Inciso final

8. Del Diputado señor Viera-Gallo, para reemplazar la

expresión "juez del crimen" por "juez de letras".

 

Artículo veintiséis

Inciso segundo

 

9. Del Diputado señor Elgueta, para sustituir este

inciso por el siguiente:

"Las acciones civiles tendientes a ejercer los

derechos que esta ley establece, incluida la indemnización

de perjuicios por los daños materiales y morales causados

se sujetarán al procedimiento sumario. El juez tomará todas

las providencias que estime convenientes para hacer

efectiva la protección de tales derechos. La prueba se

apreciará en conciencia.".

-o-

VIII. INCIDENTES

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En Incidentes,

el primer turno corresponde al Comité de Renovación

Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor Taladriz.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, ayer nos

informamos por la prensa de dos hechos que me parecen muy

positivos: uno de ellos, el minuto de silencio que pidió el

Diputado señor Sota en la Comisión de Defensa Nacional, en

memoria del Almirante Merino, hecho que, como cristiano, me

parece muy bien y que deberíamos repetir en la Sala.

Como un acto de reconciliación, hermandad y amistad,

solicito que el señor Presidente recabe el acuerdo de la

Sala, a fin de guardar un minuto de silencio para honrar a

un ex Comandante en Jefe de la Armada.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- ¿Habría acuerdo?

 

Varios señores DIPUTADOS.- ¡No!

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- No hay acuerdo

de la Sala para acoger la solicitud planteada por Su

Señoría.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, en nombre de

Renovación Nacional, pido rendir este homenaje, por lo que

solicito a todos mis amigos guardar un minuto de silencio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Diputado señor

Taladriz, suspenderé la sesión a fin de que el Comité de

Renovación Nacional y quienes así lo estimen conveniente

puedan adherirse al homenaje solicitado por Su Señoría.

-Se suspende la sesión.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se reanuda la sesión.

Llamo la atención del Diputado señor Taladriz, porque

el Reglamento no le permite hacer lo que ha hecho.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, el Reglamento

debería permitir a las autoridades de la Cámara ser un poco

más consecuentes con la reconciliación. Nada más.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado,

estamos en Incidentes.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, puede multarme,

amonestarme o lo que desee, pero estoy en mi derecho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Llamo al orden a Su

Señoría.

La Cámara de Diputados tiene normas, un Reglamento y

sobre esa base debemos proceder. No se puede colocar a los

funcionarios de la Corporación en este tipo de situaciones.

Por eso existen los Comités parlamentarios y las normas de

funcionamiento de la Cámara.

 

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, lamento este

hecho, porque como bancada siempre respetamos el

Reglamento. El Diputado señor Taladriz hizo una solicitud a

la Mesa, ante lo cual Su Señoría debe decir si la acepta o

la rechaza, pero no puede reprenderlo como niño chico,

porque aquí cada uno tiene derecho a hacer uso del

Reglamento, y en ninguna parte de él se faculta a Su

Señoría para hacer lo que está haciendo.

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

INVESTIGACIÓN DE INCENDIOS OCURRIDOS EN CALDERA. Oficio.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el turno de

Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor

Prokuriça.

 

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, en los últimos

20 días en Caldera se han producido más de una docena de

incendios, provocados por un enfermo mental, pirómano, a

quien las autoridades no han podido sorprender y que tiene

a la comunidad, por su condición de ciudad balneario y

turística, realmente aterrorizada. Quienes realizan

trámites fuera de la comuna o tienen casas de veraneo no

pueden estar tranquilos, porque los incendios son

permanentes.

En este caso, se trata de una persona que llama a

bomberos y avisa que habrá un incendio, o bien, una vez que

se produce el siniestro, se hacen consultas o llamados

telefónicos a bomberos y a las autoridades.

Por lo expuesto, solicito que se oficie al Ministro

del Interior, a fin de que tome las medidas pertinentes y

destine personal especial de Carabineros o de

Investigaciones, con el objeto de que se ponga fin a este

problema tan serio que afecta a la comunidad, en especial a

quienes tienen casas allí, que no están ni duermen

tranquilos con esta situación.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se enviará el oficio

solicitado por Su Señoría.

 

ALCANCES A DUELO DECRETADO POR FALLECIMIENTO DE EX

COMANDANTE EN JEFE DE LA ARMADA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el tiempo de

Renovación Nacional, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente,

ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la

palabra la Diputada señorita Saa.

 

La señorita SAA.- Señor Presidente, esta semana ha

sido dolorosa para una gran cantidad de chilenos y

chilenas, porque se han traído a la memoria acontecimientos

históricos trágicos en nuestro país -los que durante dos

decenios han producido sufrimientos muy grandes-, por

ejemplo, atropellos a los derechos humanos y un sinnúmero

de problemas institucionales que, afortunadamente, como

nación, hemos logrado superar a partir de 1990.

La muerte del Almirante Merino es, por supuesto, como

la de todos los seres humanos, y nos produce conmiseración

y empatía el dolor de la familia.

Pero los seres humanos tenemos dos dimensiones: una,

en nuestra calidad de personas, y otra, en la del quehacer

que desempeñamos, sobre todo quienes ocupamos cargos

públicos y tenemos que ver con los acontecimientos públicos

del país.

En esta calidad, el Almirante Merino era una persona,

a lo menos, controvertida en el país, y a raíz de su

fallecimiento se ha decretado duelo nacional, por tres

días. Me pregunto por qué no se hizo lo mismo cuando murió

Bernardo Leighton, Vicepresidente de la Repúbica, porque en

virtud de ese cargo se decretó el duelo. Me pregunto si

cuando llegue el día -ojalá no muy luego- en que algunos

notables personeros públicos de nuestra historia fallezcan,

se hará lo mismo.

No estoy de acuerdo en que se haya decretado este

duelo nacional, porque, como dije, la dimensión pública del

Almirante Merino es controvertida. Puede haber tenido

muchos méritos, pero refiriéndose a nuestros hermanos

bolivianos, dijo: "A fines de la década del 20, los

bolivianos fueron calificados por un famoso geopolítico

alemán que estuvo viviendo en Sudamérica, analizando sus

países, y en esa época dijo que los bolivianos eran unos

"auquénidos metamorfoseados" que habían aprendido a hablar,

pero no a pensar." Eso aparece en La Nación del 1º agosto

de 1983, fecha en que dirigía los destinos de nuestro país.

Refiriéndose a la Conferencia Episcopal, respetada por

todos los chilenos, dijo al diario La Nación, en 1988:

"Mientras sigan diciendo tonteras los que no tienen que

decirlas, serán tonteras. Se tienen que dedicar al culto y

a los casos propios del espíritu y no a aquéllos en que

están metidos y que no tienen idea de qué se trata."

Y, lo más grave, respecto de los seres humanos, dijo:

"En Chile, como en todo el mundo, hay dos tipos de seres

humanos: uno que llamo seres humanos, y otro, humanoides."

Permítanme lamentar en esta Cámara que se haya

decretado duelo nacional por una persona que, en su calidad

de vicepresidente, hizo este tipo de afirmaciones y cuyas

acciones políticas causaron un dolor muy grande a muchos

miles y miles de chilenos y chilenas.

Es importante que reflexionemos en lo que significa la

reconciliación, porque es algo mucho más profundo que

aceptar conductas contrarias a valores tan importantes como

los seres humanos y los sistemas políticos del país. En

virtud de la reconciliación, de la cual soy muy partidaria

y responsable, no se puede imponer a todo un país un duelo

nacional por una persona que a muchos de los chilenos no

nos mereció un juicio favorable como estadista.

He dicho.

 

-o-

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprovecho la ocasión

para saludar al grupo folclórico "Las Golondrinas", de lo

Espejo, que se encuentra en las tribunas, el cual ha

brindado un esquinazo a los honorables Diputados hace un

momento.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

INFORMACIÓN SOBRE CANCELACIÓN DE LAS INSCRIPCIONES

ELECTORALES DE PERSONAS PROCESADAS. Oficios.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el turno del Comité

del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor

Muñoz.

 

El señor MUÑOZ.- Señor Presidente, a raíz del caso

puntual del reclamo interpuesto por un candidato a concejal

ante el tribunal electoral de la Duodécima Región, rol N°

35, fallado en favor del reclamante, he podido detectar que

en mi distrito la Dirección General del Servicio Electoral,

en virtud de la facultad que le confiere el artículo 55 de

la ley N° 18.556, sobre inscripciones electorales y

Servicio Electoral, indebidamente y sin mayor análisis,

procede a cancelar las inscripciones electorales de las

personas procesadas, sin atender a la distinción que

establece el artículo 39 de la misma ley y los artículos 16

y 17 de la Constitución, esto es que para el procesado, el

derecho a sufragio se suspende, mientras que para el

condenado a pena aflictiva la calidad de ciudadano se

pierde.

Si bien el artículo 55 de la ley N° 18.556 no señala

el mecanismo para suspender, es obvio que ello se producirá

cuando el respectivo tribunal comunique al Servicio

Electoral la resolución que somete a proceso al inculpado

por delito que pueda merecer pena aflictiva.

En esa etapa del proceso sólo es posible determinar:

a) el delito de que se trata, b) las penas mínimas y

máximas que la ley contempla para la infracción respectiva,

y c) la aplicación de la tabla demostrativa del artículo 56

del Código Penal.

No es viable establecer en esa fase del proceso si el

encausado será o no condenado a pena aflictiva. Por ello,

es evidente que la suspensión debe operar mientras se

sustancia el proceso, siendo inadmisible pensar que pueda

aplicarse la cancelación con la sola resolución que somete

a proceso, ya que ello contraviene los artículos 16 y 17 de

la Constitución Política.

Sin embargo, lamentablemente, he constatado en la

práctica que la Dirección del Servicio Electoral dispone,

de oficio y sin más trámite, la cancelación de las

inscripciones electorales con la sola encargatoria de reo.

En efecto, cuando finalmente se dicta la sentencia y

se sanciona al inculpado con una pena menor a la aflictiva,

ella no provoca el levantamiento de la suspensión, como

debiera ocurrir, ni menos anula la cancelación primitiva y

erróneamente dispuesta.

Se produce así una serie de problemas:

Primero, por una parte, el ciudadano pierde su derecho

a sufragio aun cuando el tribunal lo condene a una pena

inferior a la aflictiva.

Segundo, la cancelación en virtud de la sola

encargatoria de reo es efectuada de oficio y sin más

trámites.

Tercero, los ciudadanos afectados por esta errónea

medida carecen en la práctica de un mecanismo para que se

les restituya su derecho de la misma forma en que fueron

privados de él, de oficio, y sin más trámites.

Es obvio que la Dirección Nacional de Registro Civil o

del Servicio Electoral, no está respetando el artículo 509

bis del Código de Procedimiento Penal, ya que estos

organismos son notificados judicialmente de las sentencias

ejecutoriadas y no restablecen el derecho a sufragio a

quienes fueron privados de él por un auto de procesamiento.

En definitiva, no se ha comprendido que el citado

artículo 509 bis no sólo debe operar por sentencias

ejecutoriadas que apliquen penas aflictivas, sino que

también cuando se restablece el derecho a sufragio

eventualmente suspendido.

Cuarto, es imposible suponer que estos ciudadanos

deban pedir su rehabilitación al Senado como lo establece

el artículo 17 de la Constitución Política, ya que su pena

no es aflictiva. Tampoco sería justo pretender que la

cancelación de oficio en virtud del auto de reo obligue al

afectado a inscribirse nuevamente, ya que, como se ha

señalado, su derecho se encontraría suspendido y no

perdido.

Quinto, si se cayera en el absurdo jurídico de estimar

que compete al propio afectado y a su costa demostrar a la

junta inscriptora, con las respectivas copias de su

sentencia ejecutoriada, que no le afecta impedimento para

tener inscripción electoral vigente, estaríamos obligando

al ciudadano a ejecutar un trámite que no ha sido

publicitado debidamente, informado ni notificado y que no

figura en reglamento alguno del Servicio Electoral. Tampoco

la ley establece algún mecanismo para salvar una situación

de esta naturaleza.

En síntesis, comprenderá, señor Presidente, que se

trata de una situación altamente preocupante, que se está

produciendo en mi distrito y, al parecer, en el resto del

país, la que impediría votar a un número indeterminado de

ciudadanos con legítimo derecho a sufragio, equivocadamente

inhabilitados, y que sólo se enterarán de dicho impedimento

cuando concurran a sufragar y aparezca su inscripción, con

un simple timbre, "Cance-lado por el Servicio Electoral."

Por los graves hechos expuestos, que afectan a una

gran cantidad de votantes, impidiendo el legítimo derecho a

sufragio a muchos ciudadanos chilenos, solicito que se

cursen sendos oficios al Ministro del Interior y a la

Ministra de Justicia, a fin de que tanto el Servicio

Electoral como el Servicio de Registro Civil e

Identificación informen a la Corporación sobre los

mecanismos que utilizan en las materias antes descritas y

corrijan los procedimientos erróneos que se han aplicado,

disponiendo urgentemente la restitución del derecho a

sufragio de todos los ciudadanos que han sido

ilegítimamente privados de él, de acuerdo con la

correspondiente y correcta revisión de los antecedentes

pertinentes.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviarán los

oficios solicitados por Su Señoría.

 

ALCANCE SOBRE PETICIÓN DE HOMENAJE DEL DIPUTADO TALADRIZ.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Viera-Gallo.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, quiero dar

una explicación por lo ocurrido en la Sala hace algunos

minutos.

El Diputado señor Taladriz ha pedido, sin que ninguno

de nosotros estuviera previamente informado, un minuto de

silencio en homenaje al Almirante José Toribio Merino.

No es la forma en que rendimos homenaje en esta

Cámara, y nunca se había producido una situación de esta

naturaleza, porque cuando se rinde homenaje a una persona,

no se trata de que su nombre se convierta en un elemento

conflictivo en la Sala.

Por mi parte, quiero señalar que la actitud de quienes

nos opusimos a ese minuto de silencio en ningún caso

pretendía ofender a la familia del Almirante Merino. Creo

que en esta oportunidad es justo hacer llegar las

condolencias personales a su viuda y a sus hijas.

Es evidente que la Cámara no rinde homenaje por el

dolor por una persona que muere, sino que por el servicio

público que ha prestado. Y nadie puede pedir a la bancada

socialista, que fue perseguida por el régimen que el

Almirante Merino contribuyó a instaurar, que nosotros

elogiemos ahora el servicio público que él, en su momento,

creyó servir a Chile a costa nuestra.

Lo hecho por el Diputado Taladriz es un despropósito,

es algo que sale completamente de las normas lógicas de lo

que son y de lo que deberían ser los homenajes en la Cámara

de Diputados.

Nuestro juicio respecto de lo que hicieron los cuatro

generales golpistas el año 73 sigue siendo igualmente

severo y categórico. Otra cosa es que por el bien de Chile,

por la reunificación de la patria, por la recuperación de

la democracia, busquemos caminos de mutuo respeto y de

reconciliación.

Pero así como no se puede pedir a quienes encabezaron

el golpe militar...

 

El señor BAYO.- Pronunciamiento.

 

El señor VIERA-GALLO.- Pronunciamiento o no, da lo

mismo, fue igualmente sangriento.

Decía que así como no se puede pedir a quienes

encabezaron el golpe militar que rindan un homenaje al

servicio público de quienes fuimos derrocados del Gobierno,

también es completamente absurdo pedir a quienes fuimos las

víctimas de lo que ellos hicieron, que ahora aplaudamos y

rindamos homenaje a nuestros victimarios.

Por eso, me pareció tan desafortunada la actitud del

presidente de la Comisión de Defensa al pedir ayer un

minuto de silencio por el Almirante Merino, situación que

considero como un error del Diputado señor Vicente Sota y

que no empaña en nada lo que ha sido su servicio público y

su compromiso permanente por los derechos humanos. Un

error. En la vida, todos hemos cometido muchos errores.

Pero, quiero hacer una distinción muy clara, lo que

hizo la Diputada Saa, entre la vida privada de una persona,

que nos merece el mayor respeto y, por tanto, las

condolencias a quienes sufren por esa pérdida, de lo que es

la dimensión pública de esa persona.

Evidentemente, por la dimensión pública de la acción

del Almirante Merino no tenemos sino un juicio muy

negativo.

 

RÉPLICA A DECLARACIONES DEL COMANDANTE EN JEFE DEL

EJÉRCITO.

 

El señor VIERA-GALLO.- Quiero aprovechar la ocasión,

aunque sea muy brevemente, para expresar que un juicio

igualmente negativo nos merecen todas y cada una de las

aseveraciones que ayer ha hecho el General Pinochet, quien

se extralimita absolutamente en el cumplimiento de su deber

profesional como Comandante en Jefe del Ejército, de no

inmiscuirse en la vida pública.

Él no tiene derecho a calificar si el ex Presidente

Aylwin hizo bien o mal cuando indultó a quienes

participaron en las acciones de la cuesta Achupallas, al

menos no tiene ese derecho mientras vista el uniforme de

Comandante en Jefe del Ejército, porque es un juicio

político, que, por lo tanto, debería guardar en su

intimidad. Podemos comprender que él tenga un juicio

negativo, pero no lo debe expresar en cuanto siga siendo

Comandante en Jefe del Ejército.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Ha terminado el

tiempo del Comité Socialista, al cual se le agregaron dos

minutos del tiempo del Comité del Partido por la Democracia

para que pudiera culminar su intervención el Diputado señor

Viera-Gallo.

 

ESQUINAZO OFRECIDO POR GRUPO FOLCLÓRICO DE LO ESPEJO.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado

señor Seguel.

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, deseo agradecer

públicamente la presencia en el Congreso Nacional del grupo

folclórico Las Golondrinas, de Lo Espejo, quienes

gentilmente han venido desde Santiago a ofrecer un

esquinazo a los parlamentarios que nos encontramos en

Valparaíso.

Lo más hermoso de este grupo es que todas sus

integrantes son señoras de la tercera edad, quienes han

aprendido a cantar y a bailar para alegrar los corazones de

los chilenos, especialmente de la gente de Lo Espejo.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

RÉPLICA A DECLARACIONES DEL DIPUTADO SEÑOR ERRÁZURIZ.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado

señor Andrés Palma.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, en

Incidentes de una sesión de la semana pasada, en el tiempo

del Comité Unión Demócrata Independiente, un honorable

Diputado -a quien no pude identificar porque estaba

escuchando la sesión por los parlantes internos- se refirió

a una de las personas más dignas que tiene nuestro país de

una manera casi injuriosa y claramente ofensiva. No puedo

aceptar las palabras que se dijeron en esta Sala respecto

de don Jaime Castillo Velasco.

El tema que motivó esta intervención fue el juicio que

tuvo don Jaime Castillo Velasco sobre la condena y las

expresiones públicas respecto del asesino del menor Víctor

Zamorano.

"El Mercurio" del domingo pasado publicó una carta de

don Jaime Castillo Velasco en respuesta a las

declaraciones, que desconozco, de un tío del menor

asesinado.

Me permitiré leer esta respuesta, que también lo es

para el señor Diputado que hizo uso de la palabra en

Incidentes de una sesión de la semana pasada.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Debo rectificar

a Su Señoría que quien intervino en Incidentes respecto de

ese tema no fue un señor Diputado de la Unión Demócrata

Independiente, sino el Diputado señor Maximiano Errázuriz,

de Renovación Nacional.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Agradezco a Su Señoría

que me haya informado quién fue, pues intervino en el

tiempo del Comité de la UDI, pero no tenía claro qué señor

Diputado era, por lo que preferí no identificarlo, aunque,

por su tono de voz, me parecía el Diputado señor Errázuriz.

En relación con la intervención del Diputado señor

Errázuriz, quiero leer la carta de don Jaime Castillo

Velasco que publicó "El Mercurio" el domingo pasado.

"Lamento que el señor Jaime Zamorano Franulic -yo

agregaría: y que el Diputado señor Maximiano Errázuriz-,

tío del niño asesinado por un delincuente común, haya mal

interpretado mi breve respuesta al diario "La Nación" del

día 21 de agosto. Previamente, el día 17, había escrito un

artículo, un poco más amplio, sobre el tema de la pena de

muerte. De lo que he dicho, en una y otra parte, se

desprende con claridad que califico de "muy horrendo" el

crimen cometido. Por lo mismo, al usar la expresión "niñito

rico", que se me reprocha, no estoy haciendo alusión

personal a Víctor Zamorano, el niño asesinado, sino a un

hecho de carácter social en cuya virtud mucha gente está

dispuesta a indignarse contra alguna forma de delito, pero

a ignorar otras, moralmente peores, que también entrañan la

muerte de alguien. Por lo mismo, no hay razón para decir

que he faltado el respeto a la memoria del niño asesinado.

No lo hago y jamás lo haría. Mas si la citada expresión,

sacada de contexto, aparece como inadecuada, no vacilo en

pedir perdón a la familia Zamorano.

"Quede constancia, sin embargo, que no me he referido

a lo que don Jaime Zamorano me atribuye.

"Solamente sostengo que el respeto a la vida humana es

una cuestión de principio y no depende de la gravedad del

delito cometido. Por lo dicho, tengo también motivo para

afirmar que el mismo señor Zamorano incurre en grave error

moral y social cuando afirma: "Exijo que los derechos

humanos de Víctor sean respetados y que la pena que a él le

hicieron padecer, la padezcan sus autores". Eso es venganza

y la venganza no es derecho. La religión cristiana pide que

perdonemos las ofensas que se nos hacen. Ello sería, por lo

demás, sumamente peligroso, por cuanto si nos adjudicamos

el derecho a la venganza, aquel que la sufre también puede

justificarse si quiere vengarse de los vengadores.

Significaría trazar la vía del crimen recíproco como camino

para la humanidad.

"El señor Zamorano -y en su momento el Diputado señor

Errázuriz- incurre también en un error, a mi juicio, cuando

sostiene que un delito común, cometido por "un cobarde,

incapaz de actuar solo, que tuvo que concertarse como todos

los cobardes para asaltar una casa, violar y asesinar en la

forma más despiadada a un niño de tan solo 9 años de edad"

no puede ser confundido con "hechos pretéritos que todo

chileno bien nacido lamenta". Se refiere a las violaciones

de los derechos humanos.

"Seamos claros: la misma cobardía, la misma violencia,

la misma violación y el mismo asesinato, cometido por un

sistema público de represión, es más grave que la acción de

un hombre sin cultura, sin formación, que acaso jamás tuvo

un cariño y vivió en el hambre, la miseria y el odio. Si el

autor de la carta -y el autor de la intervención en la

Cámara- hubiese protestado contra esos hechos "pretéritos",

tendría razón; pero si no lo hizo, tampoco la tiene. Mas

estas malas interpretaciones no me impedirían sostener

principios inspirados en el humanismo ni compartir el dolor

de quienes sufren las consecuencias de la brutalidad

homicida y, por cierto, la familia de Víctor Zamorano, como

otras, está entre aquéllos."

Firma Jaime Castillo Velasco, Presidente de la

Comisión de Derechos Humanos.

Con la lectura de esa carta deseo reparar, en parte,

el daño que injustamente se le hizo a don Jaime Castillo

Velasco en la hora de Incidentes de la semana pasada.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Muy bien, señor

Diputado.

 

RECHAZO A ACTITUD DE AGRICULTORES Y GANADEROS DE LA NOVENA

REGIÓN ANTE ACUERDO DEL MERCOSUR.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Villouta.

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, quiero referirme

a una situación verdaderamente lamentable.

Todos tenemos disposición para resolver los problemas

económicos que afectan a algún sector del país porque,

indudablemente, nos interesa el bienestar económico y la

tranquilidad social de sus habitantes. Por eso, lamento que

algunos agricultores o productores agrícolas, especialmente

de mi zona, la Novena Región, hayan tomado la determinación

de no asistir con reproductores de ganado de diversas razas

a exposiciones que se organizan normalmente desde Santiago

al sur, como una forma de protestar por la medidas que les

puedan afectar con el Convenio del Mercosur. Ése no es el

procedimiento adecuado y, en el fondo, su marginación

perjudica la economía de nuestro país.

La mejor forma de rebatir esa actitud es la

información de que Japón aprobó la importación de carne

chilena. Según comunicó el Ministro de Agricultura, don

Emiliano Ortega, a más tardar en los próximos dos meses se

estaría en condiciones de exportar carne bovina al mercado

japonés. Asimismo, dio a conocer los antecedentes que sobre

la materia remitió el agregado agrícola de nuestro país en

Tokio, don Pablo Álvarez.

Ésa es una demostración fehaciente de que el Gobierno

se preocupa de incentivar las exportaciones a otros países,

las cuales permiten asegurar a los productores un mercado

mucho más amplio.

Esa preocupación también la puse de manifiesto

recientemente al señor Manuel Riesco, de la Sofo de la

provincia de Cautín, Novena Región, junto con entregarle un

voluminoso libro que conseguí, después de varios meses,

relacionado con leyes de organismos europeos sobre

distorsión de precios y comisiones que analizan y estudian

la situación, materia que creemos necesario incorporar en

la legislación chilena. Espero que el estudio de ese libro

permita visualizar sus alcances y entregarnos a los

parlamentarios del sector agrícola, preocupados del tema,

su opinión al respecto, a fin de seguir conociendo

legislaciones de otros países para proteger nuestra

producción ganadera y agrícola.

La preocupación del Ministro de Agricultura y de los

diversos organismos del Gobierno encargados del tema

demuestran que hay verdadera voluntad por tratar de

solucionar los problemas. Con buena disposición,

cooperación y conversación permanente entre los

parlamentarios y los organismos correspondientes podremos

avanzar en la solución de los problemas del agro. Pero no

pueden

-como lo están haciendo- entregar listados de los Diputados

que votamos a favor del convenio para tratar de conseguir

que nuestros electores, el día de mañana, rechacen nuestra

postura a través de su voto. No es la manera de lograr

avances en la situación económica de la gente modesta y de

los pequeños agricultores, a quienes queremos cuidar,

proteger y alentar para hacer de Chile un país mejor.

He dicho.

 

TALA ILEGAL DE BOSQUE NATIVO EN NOVENA REGIÓN. Oficio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Miguel Hernández.

 

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, en días

pasados, un grupo de personas que visitó el Parque Nacional

Conguillío, en la comuna de Curacautín, Novena Región, me

informó que vieron, con mucha sorpresa, cómo se estaba

explotando un bosque nativo colindante con ese parque.

A raíz de esa conversación, solicité información a la

Corporación Nacional Forestal, Regional Araucanía, y me

encontré con una sorpresa que he creído conveniente dar a

conocer.

En el predio denominado El Álamo, la Conaf regional,

en los últimos seis años, ha cursado diez infracciones por

tala ilegal de bosque nativo, que afecta a especies como el

roble, raulí, coigüe, tepa y lingue, por una cantidad que

asciende a 4.766 metros ruma y que abarca cerca de 15 mil

pulgadas. Dichas infracciones totalizaron 85 millones de

pesos y un poco más, y el juzgado de policía local de

Curacautín, jurisdicción competente en este tipo de

denuncias, rebajó las multas aplicadas a la suma de

3.022.550 pesos.

Esto es bastante coincidente con lo que las

autoridades de la Conaf y algunos parlamentarios hemos

estado denunciando respecto de la forma como los juzgados

de policía local tratan las denuncias que les son

presentadas al respecto.

Hay circunstancias que realmente llaman la atención.

Por ejemplo, una multa de 97 millones de pesos que se

aplicó a ese mismo predio fue rebajada en el juzgado a

1.483.000 pesos. Otra, la más sorprendente, de 18 millones

de pesos, fue rebajada a 28 mil pesos. Una que también

llama la atención, por 30 millones de pesos, fue rebajada a

700 mil pesos.

Sin lugar a dudas, aquí hay una situación que nos debe

preocupar profundamente. En ese predio se sigue explotando

el bosque nativo en forma ilegal y la Conaf no cuenta con

los instrumentos necesarios para llevar adelante la

fiscalización que le compete.

En conversaciones con gente de la Conaf, hemos

coincidido en que hay una legislación absolutamente

insuficiente que no permite a la Corporación fiscalizar

adecuadamente y que sus multas se ejecuten. Actualmente, al

ser rebajadas a los niveles que he expresado, no son de un

monto que obligue a quien transgrede las disposiciones

legales, a detenerse en su afán o intento de seguir

explotando ilegalmente el bosque nativo. Es un buen negocio

pagar la multa y seguir la actividad, con todos los efectos

que ello implica para la preservación del medio ambiente y

de nuestros recursos naturales.

Esa insuficiencia institucional, administrativa y de

recursos de la Conaf se une a la legislativa. En el

Congreso de la República hay tres proyectos de ley en

discusión, cuyo avance es muy precario. Ellos son el

proyecto sobre el bosque nativo, el que confiere la calidad

de servicio público a la Conaf, elemento fundamental para

que sus funcionarios puedan fiscalizar adecuadamente este

tipo de situaciones, y el proyecto Nº 701, de bonificación

y fomento a la forestación, que contiene importantes

artículos referidos a la competencia de los juzgados, como

asimismo en relación con las facultades que se confieren a

los tribunales de justicia en cuanto a la aplicación de las

multas sugeridas o presentadas por la Conaf.

Reitero que este hecho puntual, de absoluta

transgresión a las leyes y que además atenta contra el

patrimonio natural -no olvidemos que el predio del cual

estoy hablando está al lado de un parque nacional, en una

zona con un importante potencial turístico-, se une a otro:

que el Congreso debiera hacer un esfuerzo por despachar

aquellos proyectos que hoy están empantanados y son de gran

importancia para la actividad que explicito.

Por eso, solicito que se envíe oficio al Ministro de

Agricultura a fin de que el Ejecutivo determine las

urgencias correspon-dientes a la tramitación de las

iniciativas de ley mencionadas, a saber, el proyecto sobre

el bosque nativo; el que crea la Conaf pública, y el Nº

701, que hoy está siendo tratado en la Comisión de

Agricultura del Senado.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de los

Diputados señores Ortiz, Villouta, Andrés Palma y

Ascencio.

Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se

levanta.

 

Se levantó la sesión a las 13.44 horas.

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

